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PROYECTO DE LEY NÚMERO 105 DE 2020 CÁMARA

por medio de la cual se modifica el artículo 8° de la Ley 982 de 2005 y se dictan otras disposiciones.

 
 

 

 
Proyecto de Ley   de 2020. 

 
“Por medio de la cual se modifica el Artículo 8 de la Ley 982 de 2005 

 y se dictan otras disposiciones”. 
 

El Congreso de la Republica, 
 

En uso de sus atribuciones constitucionales y legales, 
 

DECRETA: 
 
Artículo 1. El Artículo 8 de la Ley 982 de 2005 quedará asi: 
 
Artículo 8. Las entidades estatales del orden nacional, departamental, distrital y 
local deberán incorporar paulatinamente y a más tardar hasta el 31 de julio de 
2022, en sus diferentes dependencias el servicio de intérprete y guía intérprete 
para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o 
mediante convenios. 
 
… 
 
Parágrafo. A menos de tres meses de entrada en vigencia de la presente Ley, el 
Gobierno Nacional reglamentará las etapas, condiciones y plazos de lo referido 
en el inciso primero de este Artículo, teniendo en cuenta los límites y alcances del 
marco fiscal de mediano plazo de cada entidad estatal en el nivel nacional, 
departamental y local”. 

 
Artículo 2. La presente de ley rige a partir de su promulgación y deroga las normas que 
le sean contrarias. 
 
 
Presentado por, 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

 

Bogotá D.C., 20 de julio de 2020. 
 
 
 
Doctor 
JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO 
Presidente 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Ciudad. 
 

Ref. Radicación proyecto de ley. 
 
Respetado Doctor Mantilla: 
 
De la manera más atenta me permito presentar el Proyecto de Ley____de 2020, “Por 
medio de la cual se modifica el Artículo 8 de la Ley 982 de 2005 y se dictan otras 
disposiciones”. 
 
Lo anterior para fines de numeración y reparto a la respectiva Comisión Constitucional 
Permanente. 
 
 
Por la atención prestada, anticipo mis más sinceros agradecimientos. 
 
 
 
 

 
 

 
 

 
 
 
 
 
 

 
 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 

I. MARCO LEGISLATIVO  
 

 

 
I.II. Legislación internacional  
 
En la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(CRPD), que fue promulgada el 13 de diciembre de 2006, los Estados Partes tiene la 
obligación de promover, proteger y garantizar los derechos humanos, las libertades 
fundamentales  y la dignidad de las personas con discapacidad, y que fue adoptada por 
Colombia en la Ley 1346 de 2000, “por medio de la cual se aprueba la “Convención 
sobre los Derechos de las personas con Discapacidad”, adoptada por la Asamblea 
General de la Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006. 
 
I.II. Marco constitucional 
 
El Artículo 13 de la Constitución Política establece que “el Estado protegerá 
especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, 
se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o 
maltratos que contra ellas se cometan. 
 
El Artículo 47 dispone que “el Estado adelantará una política de previsión, 
rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y 
psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran”. 
 
Y el Artículo 54 señala finalmente que “el Estado debe propiciar la ubicación laboral 
de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a 
un trabajo acorde con sus condiciones de salud”. 
 
I.III. Legislación nacional 
 
La Ley 982 de 2005 establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades 
para las personas sordas y sordociegas, estableciendo en el Artículo 2 que “la Lengua 
de Señas en Colombia que necesariamente la utilizan quienes no pueden 
desarrollar lenguaje oral, se entiende y se acepta como idioma necesario de 
comunicación de las personas con pérdidas profundas de audición y, las sordociegas, 
que no pueden consiguientemente por la gravedad de la lesión desarrollar lenguaje oral, 
necesarios para el desarrollo del pensamiento y de la inteligencia de la persona, por lo 
que debe ser reconocida por el Estado y fortalecida por la lectura y la escritura del 
castellano, convirtiéndolos propositivamente en bilinguales”. 
 
En el Artículo 3 se señala que “el Estado apoyará las actividades de investigación, 
enseñanza y difusión de la Lengua de Señas en Colombia al igual que otras formas 
de comunicación de la población sorda y sordociega, para tal efecto promoverá la 
creación de escuelas de formación de intérpretes para sordos y sordociegos y la 
incorporación de la enseñanza de la Lengua de Señas en Colombia en los 
programas de formación docente especializada en sordos y sordociegos”. 
 
El Artículo 4 establece que “el Estado organizará a través de entidades oficiales y 
a través de convenios con asociaciones de intérpretes y asociaciones de sordos 
la presencia de intérpretes y guías intérpretes, para el acceso a los servicios 
mencionados.  
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El Artículo 5 faculta a “desempeñarse como intérpretes oficiales de la Lengua de 
Señas Colombiana aquellas personas nacionales o extranjeras domiciliadas en 
Colombia que reciban dicho reconocimiento por parte del Ministerio de Educación 
Nacional previo el cumplimiento de requisitos académicos, de idoneidad y de solvencia 
lingüística”. 
 
El Artículo 6 establece que “el intérprete oficial de la Lengua de Señas Colombiana 
tendrá como función principal traducir al idioma castellano o de este a la Lengua de 
Señas Colombiana, las comunicaciones que deben efectuar las personas sordas con 
personas oyentes, o la traducción a los sistemas especiales de comunicación utilizados 
por las personas sordociegas. 
 
El Artículo 7 señala que  “cuando se formulen requerimientos judiciales a personas 
sordas y sordociegas por parte de cualquier autoridad competente, los 
respectivos organismos del nivel nacional o territorial, facilitarán servicios de 
interpretación en Lengua de Señas Colombiana, u otros sistemas de comunicación 
que podrán ser suministrados directamente, o mediante convenio con federaciones o 
asociaciones de sordos, sordociegos, intérpretes, guía intérprete u otros organismos 
privados competentes, reconocidos por el Instituto Nacional para Sordos, Insor”. 
 
El Artículo 8 dispone finalmente que “las entidades estatales de cualquier orden, 
incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el 
servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas 
que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que 
ofrezcan tal servicio. 
 
De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las 
Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de 
documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no 
gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información 
correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser 
atendidas las personas sordas y sordociegas”. 
 

II. OBJETO DEL PROYECTO 
 
Fijar un plazo máximo hasta el 31 de julio de 2022 para que las entidades estatales de 
cualquier orden incorporen en sus dependencias el servicio de intérprete y guía 
intérprete para las personas y sordociegas, como lo establece de manera general y sin 
ningún plazo la Ley 982 de 2005 o Ley de equiparación de oportunidades para las 
personas sordas y sordociegas, y que hasta el momento no se ha logrado implementar 
en ninguna parte del País.  
 
 

III. MARCO CONTEXTUAL 
 
III.I. El principio de validez y eficacia 
 
Aunque el Artículo 8 de la Ley 982 de 2005 establece acertadamente que “las 
entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los 
programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para 
las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante 

 
 

 

convenios con organismos que ofrezcan tal servicio”, es evidente que esta 
disposición no ha sido aplicada en ninguna instancia estatal a nivel nacional, 
departamental y local, aun cuando tiene “Validez” por el “hecho de haber sido 
aprobadas en cuatro debates por el Congreso y haber recibido la sanción 
presidencial”, como lo señala la Sentencia C-873-03, que a su vez enfatiza que la 
“Eficacia” es “la aptitud que tiene dicha norma de generar consecuencias en 
derecho en tanto ordena, permite o prohíbe algo”, lo que sin duda no ha tenido la 
mencionada Ley 982, y que reabre la discusión de la “Eficacia” de la Ley en Colombia, 
pero que a la vez la Constitución y la Ley le da la facultad al Congreso para modificar, 
adicionar o incluso derogar, cuando se considera que no se ajusta exactamente a los 
intereses de cada uno de los colombianos.  
 
III.II. Antecedentes 
 
La Educadora Especial del INSOR Sandra Gómez, en su ensayo “Panorama del servicio 
de interpretación lengua de señas colombiana - Castellano”, explica que “con el 
reconocimiento de la lengua de señas como lengua natural de la comunidad sorda surge 
el servicio de Interpretación,  como respuesta a la demanda social de las personas 
sordas de romper las barreras comunicativas…”, en donde “el servicio de interpretación 
fue prestado de forma empírica por familiares, amigos, profesionales y maestros de 
sordos, quienes aprendían algunas señas a partir del contacto permanente e informal 
con las personas sordas”, mientras que  esa interpretación se adelantaba “uno a uno en 
citas médicas, reuniones familiares, entrevistas, llamadas telefónicas, entre otros”. 
 
III.III. Cifras y gráficas 
 
En los noventa, continúa Gómez, se inician “las primeras experiencias educativas de 
integración con intérprete, y a partir de ese momento se produce un incremento súbito 
en la demanda del servicio de interpretación en todo el país”, que de acuerdo con las 
cifras del INSOR para el período 1997 – 2011, “en 1997 eran atendidos 23 sordos en el 
nivel de secundaria y media en instituciones para oyentes, y en 7 años esta cifra se 
elevó a 783 estudiantes, entre jóvenes y adultos, quienes eran atendidos en 25 
instituciones de 13 departamentos del país; para ese momento, se registró un promedio 
de 72 personas que prestaban el servicio de interpretación”. 
 
III.IV. La posición del INSOR 
 
En respuesta a un temario que el autor de este proyecto de ley remitió a la directora del 
Instituto Nacional para Sordos (INSOR), Natalia Martínez Pardo, considera entonces 
que esta iniciativa legislativa es favorable a “la inclusión, accesibilidad y garantía de 
derechos de la población sorda”, fijando una serie de recomendaciones que podrían ser 
la base para la posterior reglamentación de esta adición a la Ley 982, como son: 
 
“1. Los incentivos en la formación de intérpretes, con el fin de poder abastecer la 
demanda de los mismos por parte de las instituciones gubernamentales y no 
gubernamentales, sobre todo en regiones remotas del País. 
 
2. Ampliación de la capacidad de atención del Centro de Relevo y el SIEL de Min Tic, 
con el fin de poder atender un mayor número de requerimientos de interpretación en 
zonas del País. 
 

 
 

 

3. Diseño de modelos de servicio de interpretación costo eficientes en las entidades 
gubernamentales y no gubernamentales que viabilicen financieramente la contratación 
de intérpretes”. 
 
III.V. La posición de Minsalud 
 
Y en respuesta a un temario que el autor de esta iniciativa remitió al entonces ministro 
de Salud Juan Pablo Uribe Restrepo, considera que en cuanto a este proyecto “el 
requerimiento de que las entidades del orden nacional, departamental y local incorporen 
el servicio de intérprete para personas sordas y sordociegas, es necesario e importante; 
así, cada entidad está en la obligación de garantizar en forma expresa el servicio de 
guía intérprete e intérprete de forma permanente para la población sorda, sordociega, 
hipoacúsica o si lo puede garantizar para otros medios”.  
 
Aún así el Ministro Uribe Restrepo advierte que “ello no implica que la respectiva 
entidad, deba contar con el servicio de un profesional intérprete o guía intérprete de 
planta permanente”, y agrega más adelante que “si la entidad no puede tener un 
profesional intérprete o guía intérprete de “planta” y permanente debido a la carga 
desproporcional que ello pueda implicar, en todo caso deberá contar con este 
servicio en el momento que lo requiera”. 
 
 

IV. ARTICULADO DEL PROYECTO 
 
IV.I. Cuadro comparativo 
 
Ley 982 de 2005 PROYECTO DE LEY  
Artículo 8. Las entidades estatales de 
cualquier orden, incorporan 
paulatinamente dentro de los programas 
de atención al cliente, el servicio de 
intérprete y guía intérprete para las 
personas sordas y sordociegas que lo 
requieran de manera directa o mediante 
convenios con organismos que ofrezcan 
tal servicio. 
 
 
 
De igual manera, lo harán las empresas 
prestadoras de servicios públicos, las 
Instituciones Prestadoras de Salud, las 
bibliotecas públicas, los centros de 
documentación e información y en 
general las instituciones 
gubernamentales y no gubernamentales 
que ofrezcan servicios al público, fijando 
en lugar visible la in formación 
correspondiente, con plena identificación 
del lugar o lugares en los que podrán ser 

Artículo 8. Las entidades estatales del 
orden nacional, departamental, distrital 
y local deberán incorporar 
paulatinamente y a más tardar hasta el 
31 de julio de 2022, en sus diferentes 
dependencias el servicio de intérprete y 
guía intérprete para las personas sordas 
y sordociegas que lo requieran de manera 
directa o mediante convenios  con 
organismos que ofrezcan tal servicio 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 

 
 

 

atendidas las personas sordas y 
sordociegas. 
 

Parágrafo. A menos de tres meses de 
entrada en vigencia de la presente Ley, 
el Gobierno Nacional reglamentará las 
etapas y plazos de lo referido en el 
inciso primero de este artículo, 
teniendo en cuenta los límites y 
alcances del marco fiscal de mediano 
plazo de cada entidad estatal en el 
nivel nacional, departamental y local. 

 
 
IV.I. Análisis del articulado 
 
El Artículo 1 de este proyecto de ley no solo adiciona sino modifica en el sentido amplio 
de la palabra el Artículo 8 de la Ley 982 de 2005, en el entendido de que precisa que el 
servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas será para 
la entidades estatales del orden nacional, departamental, distrital y local, mientras 
que en el actual Artículo de la Ley solo se refiere a las “entidades de cualquier orden”. 
 
Así mismo, este inciso del artículo 1 elimina la expresión “dentro de los programas de 
atención al cliente”, con el fin de que el mencionado servicio no se limite 
específicamente a esta dependencia, sino que quede abierta la posibilidad de que este 
servicio se preste en cualquier dependencia de una entidad estatal, teniendo en cuenta 
además que el autor no está de acuerdo en la apreciación del entonces Ministro Uribe 
en el sentido de que este servicio de un profesional intérprete no debe ser de manera 
permanente sino en la medida en que el mismo se requiera, porque indudablemente la 
efectividad de esta disposición está en que el mencionado servicio cuente con 
funcionario de planta, incluso con la posibilidad de vincularlo legalmente a las figura de 
la “carrera administrativa”, entre otros aspectos porque dejarlo al criterio de “cuando se 
requiera”, se puede prestar para que las entidades restrinjan o incluso no acaten la 
obligatoriedad de implementar este servicio. 
 
En este primer inciso también se incluye el término “deberán incorporar 
paulatinamente y a más tardar hasta el 31 de julio de 2022, en sus diferentes 
dependencias”, que busca sentar un plazo máximo en el tiempo para que finalmente 
se implemente este servicio en las entidades estatales del País, haciendo más eficaz 
esta medida que fue establecida en el Artículo 8 de la Ley 982 de 2005, pero que al no 
tener unas condiciones y plazos se ha quedado en el limbo y sin ningún tipo de 
implementación. 
 
 

V. IMPACTO FISCAL 
 
V.I. Marco constitucional, legal y jurisprudencial 
 
Una de las discusiones que se ha suscitado desde la promulgación de la Constitución 
de 1991, ha sido los alcances del Congreso de la República para fijar un gasto público 
en un proyecto de ley que no sea iniciativa del Gobierno Nacional, a lo que se responde 
que el Ejecutivo es el ordenador del gasto y por lo tanto se reserva el derecho de 
presentar iniciativas legislativas que contengan aspectos de carácter fiscal, como es el 
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caso del Plan Nacional de Desarrollo, el presupuesto nacional, la autorización para 
adquirir empréstitos y el monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar. 
 
Sin embargo, el Congreso de la República si puede expedir leyes que autoricen una 
partida presupuestal para determinado gasto o inversión, con la condición de que se 
ajuste a los lineamientos del marco fiscal de mediano plazo, sin perder el Ejecutivo la 
potestad de decidir finalmente si se invierte o no en esa obra. 
 
Lo anterior está sustentado claramente en la Sentencia de la Corte Constitucional C-
782-01, al explicar que “el Congreso puede aprobar leyes que comporten gasto 
público. Sin embargo, corresponde al Gobierno decidir si incluye o no en el 
respectivo proyecto de presupuesto esos gastos, por lo cual no puede el 
Congreso, al decretar un gasto, “ordenar traslados presupuestales para arbitrar 
los respectivos recursos”. Por ende, el escrutinio judicial para determinar si en 
este aspecto una ley es o no constitucional consiste en analizar si la respectiva 
norma consagra “un mandato imperativo dirigido al ejecutivo”, caso en el cual es 
inexequible, “o si, por el contrario, se trata de una ley que se contrae a decretar 
un gasto público y, por lo tanto, a constituir un titulo jurídico suficiente para la 
eventual inclusión de la partida correspondiente, en la ley de presupuesto”, 
evento en el cual es perfectamente legítima". 

Así mismo, la Sentencia C-197-01 deja en claro que “respecto de leyes o proyectos de 
leyes que se refieren a la asignación de partidas del presupuesto nacional para el 
cubrimiento de determinados gastos, la Corte ha sostenido reiteradamente una 
posición según la cual tales disposiciones del legislador que ordenan gastos, 
expedidas con el cumplimiento de las formalidades constitucionales, no pueden 
tener mayor eficacia que la de constituir títulos jurídicos suficientes, en los 
términos  de los artículos 345 y 346 de la Carta, para la posterior inclusión del gasto en 
la ley de presupuesto, pero que ellas en sí mismas no pueden constituir órdenes para 
llevar a cabo tal inclusión, sino autorizaciones para ello”. 

 

V.II. Impacto fiscal del proyecto de ley 

En ese orden de ideas, el Artículo 1 del proyecto de ley adiciona además un Parágrafo 
al Artículo 8 de la Ley 982 de 2005: 

Parágrafo. A menos de tres meses de entrada en vigencia de la presente Ley, el 
Gobierno Nacional, reglamentará las etapas, condiciones y plazos de lo referido 
en el inciso primero de este Artículo, teniendo en cuenta los límites y alcances del 
marco fiscal de mediano plazo de cada entidad estatal en el nivel nacional, 
departamental y local”. 

El Parágrafo tiene dos componentes que hacen acorde la iniciativa legislativa a la 
Constitución y la Ley: 

Primero, autoriza al Gobierno Nacional establecer las etapas, condiciones y plazos, 
lo que significa que tiene la potestad de “adaptar” esta disposición legal a las 
condiciones específicas y diferenciales de cada caso, incluso con la posibilidad de que 
uno o varios intérpretes, por ejemplo, puedan prestar un servicio de intérpretes para una 
o varias entidades, de acuerdo con las necesidades o requerimientos de cada una de 
éstas. 

 
 

 

Segundo, el otro es el componente que fiscalmente hace totalmente viable el proyecto 
de ley, al aclarar que esa reglamentación del Gobierno Nacional está sujeta a los 
alcances y límites del marco fiscal de mediano plazo, entendido también en el nivel 
departamental, distrital y municipal, lo que en otras palabras significa que el Congreso 
autoriza pero no ordena una gasto fiscal que en últimas es potestad del Ejecutivo. 

En conclusión, el proyecto de ley tiene como elemento central ajustar y precisar el 
sentido del Artículos 8 de la Ley 982 de 2005, en la medida que se pone un término 
en el tiempo para que se materialice a nivel estatal el servicio de intérprete para 
personas sordas y sordociegas, pero siempre bajo una etapas, condiciones y 
plazos y de acuerdo con el marco fiscal de mediano plazo, pero a la vez quitando la 
ambigüedad y generalidad de actual Artículo 8 de la mencionada Ley, que aun con 
quince años de sancionada, no ha sido eficaz en su respectiva implementación. 

 

 

 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 106 DE 2020 
CÁMARA

por medio de la cual se modifica parcialmente el 
artículo 21 de la Ley 105 de diciembre 30 de 1993.
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ALFREDO RAFAEL DELUQUE ZULETA 

Representante a la Cámara 
Departamento de La Guajira 

 
  

PPrrooyyeeccttoo  ddee  LLeeyy  __________  ddee  22002200  
 
““PPoorr  mmeeddiioo  ddee  llaa  ccuuaall ssee  mmooddiiffiiccaa  ppaarrcciiaallmmeennttee  eell  aarrttííccuulloo  2211  ddee  llaa  LLeeyy  110055  ddee  ddiicciieemmbbrree  

3300  ddee  11999933””  
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 
 

Decreta: 
 

AArrttííccuulloo  11°°..  Modifíquese y adiciónese el artículo 21 de la Ley 105 de 1993, el cual quedará 
así:   

AARRTTÍÍCCUULLOO  2211..  TTAASSAASS,,  TTAARRIIFFAASS  YY  PPEEAAJJEESS  EENN  LLAA  IINNFFRRAAEESSTTRRUUCCTTUURRAA  DDEE  
TTRRAANNSSPPOORRTTEE  AA  CCAARRGGOO  DDEE  LLAA  NNAACCIIÓÓNN. Para la construcción y conservación de la 
infraestructura de transporte a cargo de la Nación, esta contará con los recursos que se 
apropien en el presupuesto nacional y además cobrará el uso de las obras de 
infraestructura de transporte a los usuarios, buscando garantizar su adecuado 
mantenimiento, operación y desarrollo. 

Para estos efectos, la Nación establecerá peajes, tarifas y tasas sobre el uso de la 
infraestructura nacional de transporte y los recursos provenientes de su cobro se usarán 
para este modo de transporte.  

EEnn  llaass  vvííaass  qquuee  ssee  eennccuueennttrreenn  ccoonncceessiioonnaaddaass,,  uunnaa  vveezz  ssee  hhaayyaa  ggaarraannttiizzaaddoo  llaa  rreemmuunneerraacciióónn  
oo  ccoonnttrraapprreessttaacciióónn  aa  ffaavvoorr  ddeell  ccoonncceessiioonnaarriioo  yy  llooss  rreeccuurrssooss  ppaarraa  eell  mmaanntteenniimmiieennttoo,,  

 
 
 
 
 

 
Página 4 de 24 

 

ooppeerraacciióónn  yy  ddeessaarrrroolllloo  ddee  llaa  vvííaa  oobbjjeettoo  ddeell  ppeeaajjee,,  llooss  eexxcceeddeenntteess  ppooddrráánn  sseerr  uussaaddooss  ppaarraa  llaa  
ppllaanniiffiiccaacciióónn,,  eell  ddiisseeññoo,,  llaa  eejjeeccuucciióónn  yy  llaa  ooppeerraacciióónn  ssoosstteenniibbllee  ddee  ssiisstteemmaass  ffeerrrroovviiaarriiooss  ddee  
ttrraannssppoorrttee  ddee  ppaassaajjeerrooss  yy  aaqquueellllooss  mmuullttiimmooddaalleess  qquuee  iinncclluuyyaann  ppaassaajjeerrooss,,  ddee  áámmbbiittoo  
uurrbbaannoo--mmeettrrooppoolliittaannoo,,  ssuubbrreeggiioonnaall  yy  rreeggiioonnaall..  EEnn  llooss  ccoonnttrraattooss  ddee  ccoonncceessiióónn  ddeell  aarrttííccuulloo  
3300  ddee  llaa  pprreesseennttee  LLeeyy,,  llooss  ddeeppaarrttaammeennttooss,,  mmuunniicciippiiooss  oo  ddiissttrriittooss  ttaammbbiiéénn  ppooddrráánn  ddeessttiinnaarr  
llooss  eexxcceeddeenntteess  sseeññaallaaddooss  aa  llaa  mmiissmmaa  ffiinnaalliiddaadd  qquuee  ppooddrráánn  ccaannaalliizzaarrssee  aa  ttrraavvééss  ddee  ffoonnddooss  
ddee  eessttaabbiilliizzaacciióónn  oo  ssuubbvveenncciióónn..  LLooss  eexxcceeddeenntteess  ddee  vvííaass  aa  ccaarrggoo  ddee  llaa  nnaacciióónn  sseerráánn  
ccoonnssiiggnnaaddooss  ppoorr  llaa  AAggeenncciiaa  NNaacciioonnaall  ddee  IInnffrraaeessttrruuccttuurraa  eenn  llaa  DDiirreecccciióónn  GGeenneerraall  ddee  
CCrrééddiittoo  PPúúbblliiccoo  yy  TTeessoorroo  NNaacciioonnaall  ddeell  MMiinniisstteerriioo  ddee  HHaacciieennddaa  yy  CCrrééddiittoo  PPúúbblliiccoo..  

Todos los servicios que la Nación o sus entidades descentralizadas presten a los usuarios 
accesoriamente a la utilización de la infraestructura nacional de transporte, estarán 
sujetos al cobro de tasas o tarifas. 

Para la fijación y cobro de tasas, tarifas y peajes, se observarán los siguientes principios: 

a) Los ingresos provenientes de la utilización de la infraestructura de transporte, deberán 
garantizar su adecuado mantenimiento, operación y desarrollo; 

b) Deberá cobrarse a todos los usuarios, con excepción de las motocicletas y bicicletas, 
máquinas extintoras de incendios de los Cuerpos de Bomberos Voluntarios, Cuerpo de 
Bomberos Oficiales, ambulancias pertenecientes a la Cruz Roja, Defensa Civil, Hospitales 
Oficiales, Vehículos de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, vehículos oficiales 
del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, vehículos oficiales del (DAS) 
Departamento Administrativo de Seguridad y de las demás instituciones que prestan 
funciones de Policía Judicial; 

c) El valor de las tasas o tarifas será determinado por la autoridad competente; su recaudo 
estará a cargo de las entidades públicas o privadas, responsables de la prestación del 
servicio; 

d) Las tasas de peaje serán diferenciales, es decir, se fijarán en proporción a las distancias 
recorridas, las características vehiculares y sus respectivos costos de operación; 

e) Para la determinación del valor del peaje y de las tasas de valoración en las vías 
nacionales, se tendrá en cuenta un criterio de equidad fiscal; 
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ff))  LLaa  NNaacciióónn,,  ddeeppaarrttaammeennttooss,,  ddiissttrriittooss  yy  mmuunniicciippiiooss  ppooddrráánn  ccoobbrraarr  uunnaa  ssoobbrreettaassaa  aall  vvaalloorr  
ddee  llaass  ttaassaass,,  ttaarriiffaass  oo  ppeeaajjeess  ddee  iinnffrraaeessttrruuccttuurraa  vviiaall  ccoonncceessiioonnaaddaa  yy  nnoo  ccoonncceessiioonnaaddaa,,  ccoonn  
eell  ffiinn  ddee  ccoonnttrriibbuuiirr  aall  ffoommeennttoo  ddeell  ttrraannssppoorrttee  ffeerrrroovviiaarriioo  ddee  ppaassaajjeerrooss  yy  ddee  aaqquueellllooss  
mmuullttiimmooddaalleess  qquuee  iinncclluuyyaann  ppaassaajjeerrooss,,  qquuee  ppooddrráánn  ccaannaalliizzaarrssee  aa  ttrraavvééss  ddee  ffoonnddooss  ddee  
eessttaabbiilliizzaacciióónn  oo  ssuubbvveenncciióónn..  EEll  rreeccaauuddoo  ddee  ddiicchhaa  ssoobbrreettaassaa  sseerráá  uussaaddoo  ppaarraa  llaa  
ppllaanniiffiiccaacciióónn,,  eell  ddiisseeññoo,,  llaa  eejjeeccuucciióónn  yy  llaa  ooppeerraacciióónn  ssoosstteenniibbllee  ddee  ssiisstteemmaass  ffeerrrroovviiaarriiooss  ddee  
ttrraannssppoorrttee  ddee  ppaassaajjeerrooss  yy  aaqquueellllooss  mmuullttiimmooddaalleess  qquuee  iinncclluuyyaann  ppaassaajjeerrooss,,  ddee  áámmbbiittoo  
uurrbbaannoo--mmeettrrooppoolliittaannoo,,  ssuubbrreeggiioonnaall  yy  rreeggiioonnaall..  EEll  ssuujjeettoo  aaccttiivvoo  sseerráá  llaa  eennttiiddaadd  tteerrrriittoorriiaall,,  
eell  ssuujjeettoo  ppaassiivvoo  sseerráá  eell  uussuuaarriioo  ddee  llaa  iinnffrraaeessttrruuccttuurraa,,  ppoorr  lloo  ccuuaall  ddaarráá  lluuggaarr  aall  ccoobbrroo  ddee  llaa  
ssoobbrreettaassaa  eell  ttrráánnssiittoo  ddee  ccuuaallqquuiieerr  vveehhííccuulloo  oobblliiggaaddoo  aa  ppaaggaarr  ppeeaajjee  ddee  aaccuueerrddoo  ccoonn  eell  lliitteerraall  
bb))  ddeell  pprreesseennttee  aarrttííccuulloo  vviiaall..  

PPaarraa  eeffeeccttooss  ddeell  ccoobbrroo  yy  rreeccaauuddoo  ddee  llaa  ssoobbrreettaassaa  ddeebbee  eenntteennddeerrssee  ccoommoo  bbaassee  ggrraavvaabbllee  eell  
vvaalloorr  ttoottaall  ddeell  ppeeaajjee  aa  ppaaggaarr  ppoorr  ccaaddaa  vveehhííccuulloo  qquuee  ttrraannssiittee  ppoorr  llaa  vvííaa,,  sseeggúúnn  llaa  ccllaassiiffiiccaacciióónn  
vviiggeennttee  aall  mmoommeennttoo  ddee  ssuu  ccaauussaacciióónn..  

EEll  rreeccaauuddoo  ddee  llaa  ssoobbrreettaassaa  eessttaarráá  aa  ccaarrggoo  ddee  llaass  eennttiiddaaddeess  aaddmmiinniissttrraaddoorraass  ddee  llooss  ppeeaajjeess  
qquuee  hhaayyaann  ssiiddoo  ddeetteerrmmiinnaaddaass  yy  aauuttoorriizzaaddaass  ppoorr  llaa  aauuttoorriiddaadd  nnaacciioonnaall  oo  tteerrrriittoorriiaall..  LLaa  ttaarriiffaa  
aa  aapplliiccaarr  ssoobbrree  llaa  bbaassee  ggrraavvaabbllee  sseerráá  ddeell  cciinnccoo  ppoorr  cciieennttoo  ((55%%))  

DDeennttrroo  ddee  llooss  cciinnccoo  ((55))  pprriimmeerrooss  ddííaass  ddee  ccaaddaa  mmeess,,  llaass  eennttiiddaaddeess  aaddmmiinniissttrraaddoorraass  ddee  llooss  
ppeeaajjeess  rreeppoorrttaarráánn  aall  IInnssttiittuuttoo  NNaacciioonnaall  ddee  VVííaass  oo  aa  llaa  eennttiiddaadd  eennccaarrggaaddaa  ddee  llaa  
aaddmmiinniissttrraacciióónn  ddee  llaa  vvííaa,,  sseeggúúnn  eell  ccaassoo,,  llaa  iinnffoorrmmaacciióónn  rreellaacciioonnaaddaa  ccoonn  eell  rreeccaauuddoo  ddee  llaa  
SSoobbrreettaassaa  ddeell  mmeess  iinnmmeeddiiaattaammeennttee  aanntteerriioorr..  

LLooss  rreeccuurrssooss  rreeppoorrttaaddooss  mmeennssuuaallmmeennttee  ddeebbeerráánn  sseerr  ccoonnssiiggnnaaddooss  ddeennttrroo  ddee  llooss  cciinnccoo  ((55))  
ddííaass  ssiigguuiieenntteess  aall  vveenncciimmiieennttoo  ddeell  mmeess..  

PPAARRÁÁGGRRAAFFOO  11oo.. La Nación podrá en caso de necesidad y previo concepto del Ministerio 
de Transporte, apropiar recursos del Presupuesto Nacional para el mantenimiento, 
operación y desarrollo de la infraestructura de transporte. 

PPAARRÁÁGGRRAAFFOO  22oo.. Para tener derecho a la exención contemplada en el literal b), es de 
carácter obligatorio que los vehículos allí relacionados, con excepción de las bicicletas y 
motocicletas, estén plenamente identificados con los emblemas, colores y distintivos 
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institucionales de cada una de las entidades y organismos a los cuales pertenecen. Para 
efectos de control, el Ministerio de Transporte reglamentará lo pertinente. 

PPAARRÁÁGGRRAAFFOO  33oo.. Facúltese a las Entidades Territoriales para decretar las exenciones 
contempladas en el literal b), del artículo 1o 

AArrttííccuulloo  22°°..  VVIIGGEENNCCIIAA..  La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga las normas que le sean contrarias. 
 
 
 
De los honorables congresistas, 
 

 
_______________________________ 
JUAN FERNANDO REYES KURY 
Representante a la Cámara 
Partido Liberal 
 
 

 
CARLOS ARDILA ESPINOSA 
Representante a la Cámara 

Departamento del Putumayo 
 
 

 

JHON JAIRO BERRIO 

Representante a la Cámara 
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ÓSCAR TULIO LIZCANO GONZÁLEZ 
Representante a la Cámara 

Dpto de Caldas 
Partido de la U 

 
ALVARO HENRY MONEDERO RIVERA  

Representante a la Cámara Valle del 
Cauca. 

 

 
JHON ARLEY MURILLO BENITEZ 

Representante a la Cámara 
Circunscripción Especial Afro 
Partido Colombia Renaciente 

 

 
 
 

 
Angel Maria Gaitan Pulido 

Representante a la Cámara Tolima  
Partido Liberal Colombiano 

 

 
 

 
CHRISTIAN GARCÉS 

 Representante a la Cámara  
Valle del Cauca 

Centro Democrático 

 

 
HARRY GIOVANNY GONZÁLEZ  

Representante a la Cámara 
Departamento del Caquetá  

 
Julián Peinado Ramírez 

Representante a la Cámara 
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ALFREDO RAFAEL DELUQUE ZULETA 

Representante a la Cámara 
Departamento de La Guajira 

 
 
 
 

Proyecto de Ley _____ de 2020 
 
“Por medio de la cual se modifica parcialmente el artículo 21 de la Ley 105 de 

diciembre 30 de 1993 y se dictan otras disposiciones” 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

La presente exposición de motivos está compuesta por seis (6) apartes: 
 

1. Objeto del Proyecto de Ley. 
2. Problema a resolver. 
3. Como se resuelve el problema. 
4. Antecedentes y justificación. 
5. Análisis jurídico.  
6. Conclusiones. 
7. Conflictos de interés. 
8. Referencias.  

  
11.. OOBBJJEETTIIVVOO  

 
El proyecto de ley presentado a consideración del honorable Congreso de la República 
busca modificar el artículo 21 de la Ley 105 de 1993, con la finalidad de crear instrumentos 
de financiación que permitan apalancar la implementación y operación sostenible de 
sistemas de transporte ferroviario de pasajeros y multimodales que incluyan pasajeros, en 
el ámbito urbano-metropolitano, subregional y regional. 
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22.. PPRROOBBLLEEMMAA  QQUUEE  PPRREETTEENNDDEE  RREESSOOLLVVEERR  EESSTTEE  PPRROOYYEECCTTOO  DDEE  LLEEYY  
  
El problema se centra en la carencia de un esquema de financiación integral para el 
fomento de los sistemas ferroviarios de transporte de pasajeros y de aquellos multimodales 
que incluyan pasajeros en ámbitos urbano-metropolitanos, subregionales y regionales. 
Esto, en el contexto del fortalecimiento de la conectividad al interior y entre los 
municipios y distritos que hacen parte de las subregiones funcionales a las que hace 
referencia el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, entre otras delimitaciones 
territoriales y aglomeraciones urbanas planteadas por el Departamento Nacional de 
Planeación DNP. 
 

33.. CCÓÓMMOO  PPRREETTEENNDDEE  RREESSOOLLVVEERR  EESSTTEE  PPRROOBBLLEEMMAA  EESSTTEE  PPRROOYYEECCTTOO  DDEE  LLEEYY  
  
Estableciendo una nueva fuente de financiación integral para la implementación y 
operación sostenible de los sistemas ferroviarios de transporte de pasajeros y de aquellos 
multimodales que incluyan pasajeros, en el ámbito urbano-metropolitano, subregional y 
regional. Una fuente de financiación que responda a dicho ámbito territorial (urbano-
metropolitano, subregional y regional) y que se enmarque en la línea de subsidios 
cruzados (desde el transporte privado hacia el transporte público) al interior del sector 
transporte. 
 

44.. DDIIAAGGNNOOSSTTIICCOO  
44..11.. DDeell  rreezzaaggoo  ddeell  mmooddoo  ffeerrrroovviiaarriioo  yy  eenn  eessppeecciiaall  ppaarraa  eell  ttrraannssppoorrttee  ddee  ppaassaajjeerrooss  

 
El modo de transporte férreo presente un evidente rezago frente al resto de modos de 
transporte, en especial el carretero (ver gráfico 1). Adicionalmente, no se han 
implementado medidas específicas para promover el transporte intermodal. Con más de 
3.300 km de red, el modo férreo no ha contado con recursos suficientes para la 
reactivación integral de los corredores existentes, sumado a la ausencia de una política 
pública para el modo (Plan Nacional de Desarrollo, 2018). Para un periodo de referencia 
2010-2016 se puede ver que el financiamiento e inversión anual en el modo férreo estuvo 
entre el 0,47 y el 1,31% mientras el del modo carretero estuvo entre el 81,22 y el 92,34 % 
(Función Pública, 2018). 
 

GGrraaffiiccoo  11..  FFiinnaanncciiaammiieennttoo  ee  iinnvveerrssiióónn  ddeell  sseeccttoorr  ttrraannssppoorrttee  eenn  CCoolloommbbiiaa  
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FFuueennttee:: Tomado de Análisis del Sector Transporte. (Función Pública, 2018) 

 
44..22.. DDee  llaass  eexxtteerrnnaalliiddaaddeess  nneeggaattiivvaass  ggeenneerraaddaass  ppoorr  eell  sseeccttoorr  ttrraannssppoorrttee  eenn  CCoolloommbbiiaa  

 
El actual modelo de movilidad, en el cual es protagónico el modo carretero y los medios 
de transporte privado (vehículo particular y moto particular), genera diversas 
externalidades (impactos) negativas, las cuales justifican la necesidad de migrar 
progresivamente hacia sistemas de transporte público de pasajeros con mayores 
estándares de sostenibilidad económica, ambiental y social, incluyendo criterios 
ambientales, de seguridad vial y accesibilidad universal, como aquellos basados en el 
modo ferroviario. 
 
En el caso de Colombia, considerando sus características socio democráticas resultan 
especialmente preocupantes los indicares relacionados con siniestralidad vial, al igual que 
los indicadores relacionados con mortalidad y carga atribuible a factores de riesgo 
ambiental (aire). 

Por una parte, según el Observatorio Nacional de Seguridad Vial ONSV de la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial ANSV, en Colombia en el año 2018 los incidentes de tránsito 
dejaron 6.850 víctimas fatales y 39.517 lesionados (ANSV, 2018). 

Por otra parte, el Observatorio Nacional de Salud ONS del Instituto Nacional de Salud 
INS (2019) establece que, por exposición al aire y agua de mala calidad o a factores de 
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riesgo ambiental ocurren 17.549 muertes, equivalentes al 8% de la mortalidad anual en 
Colombia.  

 
44..33.. DDee  llaa  nneecceessiiddaadd  ddee  uunnaa  aaggeennddaa  nnaacciioonnaall  ppaarraa  eell  ttrraannssppoorrttee  ddee  ppaassaajjeerroo  eenn  mmooddoo  

fféérrrreeoo  
 
Desde una perspectiva amplia, de acuerdo con el DNP, las necesidades presupuestales de 
infraestructura en el país requerirían una inversión aproximada de $ 342 billones, de los 
cuales el sector transporte abarca más del 60 %, equivalentes a $216,8 billones, esto 
implica un enorme reto para el país. (Plan Nacional de Desarrollo, 2018). 
 
Si bien, desde el Gobierno Nacional se han venido impulsando diversas iniciativas para la 
recuperación del modo ferroviario, estas han estado más enfocadas hacia el transporte de 
carga y logística, dejando en un segundo plano el transporte de pasajeros. Por lo cual, es 
importante que, de manera paralela a la agenda nacional para la recuperación del 
transporte de carga por modo férreo, se avance en una agenda nacional para la 
recuperación del transporte de pasajeros por modo férreo. 
 
En lo que respecta los sistemas de transporte masivo, desde las entidades territoriales se 
han venido haciendo esfuerzos por implementar distintas fuentes de financiación de la 
infraestructura que estos necesitan, pero dichos intentos tienen todavía resultados 
limitados, entre otras cosas porque los instrumentos de financiación que se han 
establecido por el Gobierno Nacional en su mayoría son de orden territorial y para su 
creación requieren de la aprobación de los Concejos Municipales/Distritales. Dicha 
situación ha significado un deterioro en la calidad del servicio al usuario y con ello una 
progresiva pérdida de usuarios que migran hacia el transporte particular (mayormente 
hacia la motocicleta) y los servicios de transporte ilegal. Según el Gobierno Nacional 
(Plan Nacional de Desarrollo, 2018):  
 

“La mayoría de los sistemas de transporte en el país tienen un 
creciente déficit en infraestructura y en operación. Esto ha 
sacrificado la calidad en la prestación del servicio e 
incrementado tarifas, por lo cual los usuarios buscan medios 
alternativos (motorización y alternativas ilegales), y, como 
consecuencia, se ha puesto en riesgo la sostenibilidad 
operativa, económica, financiera y ambiental de los sistemas 
masivos de transporte”. 

 
Por ello, en el Plan Nacional de Desarrollo, en su “Pacto por la descentralización: conectar 
territorios, gobiernos y poblaciones”, definió que es necesario identificar y movilizar 
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nuevas fuentes de pago que aporten recursos adicionales a las fuentes tradicionales para 
viabilizar este tipo de proyectos relacionados con el transporte. (Plan Nacional de 
Desarrollo, 2018).  
 
La financiación es uno de los aspectos clave para lograr en Colombia un real fomento de 
los sistemas ferroviarios de transporte de pasajeros en ámbito urbano-metropolitano, 
subregional y regional, no solo en lo que respecta a los costos de implementación (CAPEX) 
sino también a los costos de operación (OPEX), entendiendo que su operación en la 
mayoría de los casos requiere un esquema de subsidio/subvención que garantice al usuario 
la prestación y calidad del servicio sin que esta esté condicionada a una operación 
superavitaria. 
 
Si bien la Ley 1753 de 2015 (Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018) en su artículo 33 
provee una serie de instrumentos de financiación de la sostenibilidad de los sistemas de 
transporte, los cuales se ven complementados con otros que se incluyeron en el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022, estos tienen la limitante, en su mayoría se enmarcan 
en el contexto de entidades territoriales municipales o distritales, y están condicionadas 
a su aprobación por parte de los concejos de dicho ámbito. 
 
Dado que el área de influencia de los sistemas ferroviarios de pasajeros y multimodales 
que incluyan pasajeros a los que se hace referencia en este proyecto de ley corresponde al 
ámbito urbano-metropolitano, subregional y regional, resulta importante avanzar en los 
siguientes tres aspectos:  
 

((ii)) Establecer instrumentos de financiación desde el ámbito supra-municipal y 
supra-distrital, que sean coincidentes con el ámbito urbano-metropolitano, 
subregional y regional de los sistemas ferroviarios de pasajeros 

((iiii)) Establecer instrumentos de financiación que vayan en la línea de la 
internalización de las externalidades del transporte privado (el usuario del 
transporte privado paga los costos sociales que genera), a través de un esquema 
de subsidios cruzados desde el transporte privado hacia el transporte público 
(el usuario del transporte privado aporta a la financiación del transporte 
público) 

((iiiiii)) Establecer instrumentos de financiación en los cuales el Gobierno Nacional, a 
través de sus organismos, pueda jugar un papel determinante para su 
implementación. 

 

Es en este sentido en el cual se formula el presente proyecto de ley, el cual busca que los 
usuarios de los modos de transporte particular contribuyan de manera indirecta a la 
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financiación de los sistemas ferroviarios de transporte de pasajeros en ámbito urbano-
metropolitano, subregional y regional, a través del pago (tasas, tarifas y peajes) que hacen 
por el uso de la infraestructura vial.  

En la identificación de esta nueva fuente de financiación se hace énfasis en las 
provenientes del sector transporte y dentro de este se da prioridad a las que plantean un 
subsidio cruzado desde el transporte privado y el modo carretero en general, hacia el 
transporte masivo y el modo ferroviario. Lo anterior soportado en la necesidad de 
internalizar las externalidades negativas generadas por el transporte privado y el modo 
carretero.  

  
44..44.. DDeell  ccaarráácctteerr  eessttrraattééggiiccoo  ppaarraa  llaa  ccoommppeettiittiivviiddaadd  rreeggiioonnaall  yy  eell  ddeessaarrrroolllloo  tteerrrriittoorriiaall  

 
El Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, adopta la visión de desarrollo regional de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), la cual tiene como 
objetivo promover la competitividad regional, entendida como el aprovechamiento de las 
potencialidades territoriales, en busca de equidad de oportunidades y el desarrollo 
sostenible. De esta manera, se introduce en Colombia el concepto de “Subregiones 
Funcionales”, que le da mayor relevancia al aspecto funcional del territorio, a partir de la 
delimitación espacial de grupos de municipios altamente interconectados y con 
vocaciones altamente complementarias entre sí, sin restringirse a la división político-
administrativa en la que estos están inscritos. 
 
En pro de dicho paradigma de desarrollo regional, emerge la necesidad de acometer 
diversas acciones en dos aspectos fundamentales para dichas subregiones funcionales: el 
aprovechamiento de las economías de aglomeración existentes y el fortalecimiento de la 
conectividad entre los municipios y distritos que la conforman.  
 
En este contexto, el tema de la movilidad en ámbito urbano-metropolitano y subregional 
pasa a un renglón protagónico de la política nacional, en tanto que es el elemento base 
del funcionamiento de dichas subregiones funcionales. Con ello, cobra relevancia el 
transporte masivo, entendido como la columna vertebral de la movilidad en dichas 
subregiones funcionales, dado que la situación actual muestra que dicha movilidad está 
dominada por los modos de transporte particular (vehículo particular y motocicleta 
particular), los cuales impactan el territorio y la calidad de vida de sus habitantes, a partir 
de sus múltiples externalidades negativas, entre las cuales se incluyen la congestión 
vehicular, la siniestralidad vial y la contaminación ambiental por fuentes móviles, entre 
otras. 
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En lo que respecta a las principales subregiones funcionales del país, el fomento de los 
sistemas ferroviarios de transporte masivo en ámbito urbano-metropolitano y subregional 
representa una enorme oportunidad para el desarrollo regional en el marco del desarrollo 
sostenible. Esto dado que fortalece la conectividad tanto al interior como entre los 
municipios de la subregión funcional de una manera más eficiente (dadas sus mejores 
prestaciones operacionales y su mayor capacidad para adaptarse a las crecientes demandas 
futuras de viajes), a la vez que reduce significativamente las externalidades negativas del 
transporte (congestión, siniestralidad, contaminación ambiental y consumo de 
combustibles fósiles). Adicionalmente, existe amplio consenso a nivel internacional con 
respecto a que este tipo de sistemas de transporte tiene un mayor impacto positivo en el 
valor del suelo y con ello un mayor efecto generador de desarrollo y redesarrollo urbano 
a lo largo de sus corredores. 
 

44..55.. DDee  llaass  iimmpplliiccaacciioonneess  ddeessddee  eell  lliinneeaammiieennttoo  eessttrraattééggiiccoo  eenn  eell  ccoonntteexxttoo  iinntteerrnnaacciioonnaall  
Desde una perspectiva más amplia, la propuesta de un nuevo instrumento de financiación 
que apalanque un real impulso al modo ferroviario de pasajeros a nivel urbano-
metropolitano, subregional y regional, se enmarca en el contexto de los compromisos que 
ha asumido Colombia con la “Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático (CMNUCC)” en la Conferencia COP21, los “Objetivos de Desarrollo Sostenible” 
del Programa de Naciones Unidades para el Desarrollo (PNUD) y las sugerencias de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE de la cual Colombia 
se convirtió en miembro en 2018. 

55.. CCOONNSSIIDDEERRAACCIIOONNEESS  JJUURRÍÍDDIICCAASS  
  

55..11.. AAnntteecceeddeenntteess  jjuurriisspprruuddeenncciiaalleess  
  
El artículo 21 de la Ley 105 de 1993 que se pretende modificar de manera parcial mediante 
el presente Proyecto de Ley, fue ya sometido a examen de constitucionalidad por parte de 
la Honorable Corte Constitucional por vicios de procedimiento y vicios de fondo, 
declarando la exequibilidad del mismo en las dos ocasiones. 
 
En la Sentencia C-084 del 1 de marzo de 1995, el actor de la misma sostuvo que, el artículo 
21 de la Ley 105 de 1993 desconocía el inciso 4º del artículo 154 constitucional. Según el 
demandante, la Ley 105 fue de iniciativa del Gobierno, a pesar de que la disposición 
constitucional antes citada establece que la iniciación del trámite de los proyectos de ley 
relativos a los tributos debe darse en la Cámara de Representantes. 
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En dicha Sentencia la Corte expresó que (Sentencia C-084, 1995): 

“La sola formulación del cargo muestra que el actor confunde la iniciativa de un 
proyecto de ley con su iniciación. La iniciativa legislativa es la facultad de 
proponer proyectos de ley ante el Congreso de la República, que la Constitución 
atribuye a múltiples actores (CP arts. 154, 155 y 156). A su vez, la iniciación es la 
etapa primigenia del proceso legislativo, consistente en el comienzo de éste por 
medio de la presentación de un proyecto en una de las Cámaras. Es claro entonces 
que la Constitución ordena que las normas tributarias se inicien en la Cámara de 
Representantes, pero en manera alguna establece que sólo los miembros de esta 
Corporación tengan iniciativa en estas materias. 

Ahora bien, el proyecto de ley que culminó con la Ley 105 de 1993 fue propuesto 
por el Gobierno, a través del Ministerio de Obras Públicas y Transporte (folio 97), 
actualmente Ministerio de Transporte. Lo anterior no viola la Constitución 
Política dado que el Gobierno tiene iniciativa legislativa plena, sin restricciones, o 
sea, que no tenía cortapisa para la presentación de cualquier proyecto de ley (inciso 
1º del artículo 154 C.P.) igualmente, el mencionado proyecto por tener, en ciertos 
apartes, materia tributaria debía comenzar su trámite en la Cámara de 
Representantes (inciso 4º del artículo 154 C.P.), como en efecto se hizo (folio 97). 
No hubo entonces vicio de procedimiento en este aspecto.” 

Por otro lado, en la sentencia C-482 del 16 de septiembre de 1996, el problema jurídico 
que debió resolver la Corte estaba enmarcado en que, según el actor, el artículo 21 de 
la ley 105 de 1993 quebrantaba el artículo 338 de la Constitución, porque no fijaba el 
sistema y el método para definir los costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto. 

El inciso segundo del artículo 338 de la Constitución Política establece lo siguiente: 

“La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la 
tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como 
recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los 
beneficios que les proporcionen; ppeerroo  eell  ssiisstteemmaa  yy  eell  mmééttooddoo  ppaarraa  ddeeffiinniirr  ttaalleess  
ccoossttooss  yy  bbeenneeffiicciiooss, y la forma de hacer su reparto, deben sseerr  ffiijjaaddooss  ppoorr  llaa  lleeyy, las 
ordenanzas o los acuerdos”1. 

 
1 Subrayado fuera del texto 
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 En dicha sentencia la Corte al abordar el tema del “Sistema y el Método, expresó que 
(Sentencia C-482, 1996): 

“La ley, en síntesis, no tiene por qué contener una descripción detallada de los 
elementos y procedimientos que deben tenerse en cuenta para establecer los costos 
y definir las tarifas.  Tal exigencia haría inútil la delegación prevista en el artículo 
338, y crearía un marco rígido dentro del cual no podrían obrar las autoridades 
competentes. 

Autoridades que, por lo demás, están obligadas a ejercer sus atribuciones con 
sujeción a los principios de equidad, eficiencia y progresividad consagrados 
expresamente por el artículo 363 de la Constitución. 

(…) 

A todo lo anterior, puede agregarse que no es necesario que las leyes previstas en 
el inciso segundo del artículo 338, usen las palabras “sistema” y “método”, como si 
se tratara de fórmulas sacramentales.  Basta que de su contenido se deduzcan el 
uno y el otro, es decir, los principios que deben respetar las autoridades y las reglas 
generales a que están sujetas, al definir los costos recuperables y las tarifas 
correspondientes””..  

Posteriormente, al realizar el análisis concreto y específico del artículo 21 demandado, 
la Corte sostuvo, que en nada quebranta el artículo 338 de la Constitución, debido a 
los siguientes argumentos (Sentencia C-482, 1996): 

“En primer lugar, la norma acusada impone, clara e inequívocamente, un límite a 
la cuantía de los costos recuperables. Este límite lo establece el literal a), al 
determinar que “Los ingresos provenientes de la utilización de la infraestructura 
de transporte, deberán garantizar su adecuado mantenimiento, operación y 
desarrollo. 

(…) 

La fijación de las tarifas, tasas y peajes, está sujeta a un criterio de igualdad, 
establecido por el literal b). 

El literal c) asigna a “las autoridades competentes” la facultad de determinar las 
tasas y tarifas.  Sería absurdo pretender que la ley enumerara todas las autoridades 
que pueden ejercer esta atribución. 

(…) 
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Al establecer que las tarifas serán diferenciales, y se fijarán en proporción a las 
distancias recorridas, las características vehiculares y los costos de operación, la 
ley traza unas reglas suficientes para la actuación de las autoridades competentes. 

(…) 

Finalmente, el literal e) obliga a las autoridades encargadas de la determinación 
del peaje y de las tasas de valorización, a obrar con sujeción a un criterio de 
equidad fiscal”. 

En conclusión, La Corte Constitucional declaró la exequibilidad del artículo 21 de la 
Ley 105 de 1993, al considerar que estaban definidos el sistema y el método en forma 
general y abstracta, como deben definirse, sin acudir a fórmulas complicadas y casi 
ininteligibles. 

55..22.. CCoonnssiiddeerraacciioonneess  lleeggaalleess  

El presente Proyecto de ley, al pretender modificar el artículo 21 de la Ley 105 de 
1993, cumple con el principio de unidad de materia de la citada ley, pues el modo 
ferroviario hace parte del sector transporte y las líneas férreas hacen parte de la 
infraestructura de transporte, por lo que existe plena conexidad temática. 

La Corte Constitucional al abordar la unidad de materia de los proyectos de ley, 
establecida en el artículo 158 de la Carta Política ha sostenido que (Sentencia No. C-
133, 1993): 

"El objeto de dicho mandato constitucional es lograr la tecnificación del proceso 
legislativo, en forma tal que las distintas disposiciones que se inserten en un 
proyecto de ley guarden la debida relación o conexidad con el tema general de la 
misma, o se dirijan a un mismo propósito o finalidad, o como tantas veces se ha 
dicho, "que los temas tratados en los proyectos tengan la coherencia que la lógica 
y la técnica jurídica suponen". Con ello se busca evitar que se introduzcan en los 
proyectos de ley temas que resulten totalmente contrarios, ajenos o extraños a la 
materia que se trata de regular en el proyecto o a la finalidad buscada por él.” 

Por su parte, frente a la conexidad que debe existir entre las disposiciones y la Ley en 
general, específicamente con relación a la conexidad temática, el máximo Tribunal 
Constitucional en reciente jurisprudencia la definió como (Sentencia C-047 , 2018): 

“Conexidad temática: (…) vinculación objetiva y razonable entre la materia o el 
asunto general sobre el que versa una ley y el asunto sobre el que trata 
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concretamente una disposición suya en particular (Sentencia C-400 de 2010). Lo 
anterior no significa simplicidad temática, por lo que una ley bien puede referirse 
a varios asuntos, siempre y cuando entre los mismos exista una relación objetiva y 
razonable”. 

55..33.. NNoorrmmaattiivviiddaadd  qquuee  rreegguullaa  llaa  ddeessttiinnaacciióónn  ddee  rreeccuurrssooss  ddee  llooss  ppeeaajjeess  ddee  llaass  vvííaass  ddee  
llaa  rreedd  ttrroonnccaall  NNaacciioonnaall  nnoo  ccoonncceessiioonnaaddaa  

Es importante precisar, que la posibilidad de destinar recursos excedentes para el 
diseño, implementación y funcionamiento sostenible de sistemas ferroviarios de 
transporte masivo de ámbito urbano-metropolitano, subregional y departamental, por 
parte de las vías que se encuentren concesionadas, cuando se hayan garantizado tanto 
la remuneración o contraprestación de la concesión a favor del concesionario, como 
los recursos para el mantenimiento, operación y desarrollo de la vía objeto del peaje, 
no tiene aplicabilidad a la red troncal nacional no concesionada. 

Esto, ya que la destinación de los recursos, una vez cumplidos los estándares técnicos 
requeridos de la red troncal nacional no concesionada, se encuentran regulados en el 
artículo 49 de la Ley 1151 de 2007. En este se establece que (Ley 1151 , 2017):  

“Los recursos del Instituto Nacional de Vías, recaudados por peajes de vías de la 
red troncal nacional no concesionadas, se invertirán en la rehabilitación, 
conservación y mantenimiento de la vía objeto del peaje y, ccuuaannddoo  eessttaa  ccuummppllaa  
ccoonn  ttooddooss  llooss  eessttáánnddaarreess  ttééccnniiccooss  rreeqquueerriiddooss,,  ddeebbeenn  ddeessttiinnaarrssee  ppaarraa  
rreehhaabbiilliittaacciióónn,,  ccoonnsseerrvvaacciióónn  yy  mmaanntteenniimmiieennttoo  ddee  vvííaass  ddee  llaa  rreedd  ttrroonnccaall  
nnaacciioonnaall..””22    

Este artículo no fue derogado ni por la Ley 1450 de 2011 ni por la Ley 1753 de 2015. 

55..44.. AArrttííccuulloo  3333  ddee  llaa  LLeeyy  11775533  ddee  22001155..  
  
La Ley 1753 de 2015 por medio de la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2014-
2018, en su artículo 33, trajo consigo fuentes de financiación por parte de las entidades 
territoriales para los Sistemas Masivos tipo Bus, pero no quedaron definidas en la misma, 
las fuentes de financiación por parte de dichas entidades para los sistemas ferroviarios de 
transporte masivo. Por esta razón, se considera pertinente que exista una fuente a la cual 
las entidades territoriales puedan asegurar sus recursos para la contrapartida de los futuros 
convenios de cofinanciación con la Nación que se celebren para la financiación de la 

 
2 Negrilla fuera del texto 
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implementación y garanticen la sostenibilidad de los mismos, sin afectar el presupuesto 
público.  
 

66.. CCOONNCCLLUUSSIIOONNEESS  
 
Si queremos fomentar la competitividad de dichas subregiones funcionales que 
jalonan el desarrollo del país, debemos potenciar la conectividad entre los 
municipios que las conforman, y para ello los sistemas ferroviarios de transporte 
masivo son un elemento esencial. Esto está en plena consonancia también con lo 
contenido tanto en el “Pacto por la Sostenibilidad” como en el “Pacto por el 
transporte y la logística para la competitividad y la integración regional” del Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022, que incluye como estrategias para los próximos 
cuatro años, el mejoramiento de la infraestructura y servicios de transporte urbano-
regional, así como fortalecer la participación de la Nación en proyectos integrales 
de movilidad y la identificación de alternativas para mejorar el transporte en 
diferentes medios (buses, trenes, embarcaciones, otros) en las ciudades del país, 
considerando las características propias de cada región (Plan Nacional de 
Desarrollo, 2018). 
 
Cabe destacar que las “subregiones funcionales predominantemente urbanas”, la tipología 
de subregión funcional de mayor complejidad, albergan el 53% de los habitantes del país 
(DANE 2018; DNP-RIMISP 2018); entre las cuales se encuentran las subregiones 
funcionales lideradas por Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla, entre otras. Esto quiere 
decir que la inversión pública en los sistemas ferroviarios de transporte masivo de dichas 
subregiones funcionales tendría un impacto, directo e indirecto, en la calidad de vida de 
cerca de la mitad de la población colombiana. 
 
Actualmente, las 4 principales “subregiones funcionales”, las lideradas por Bogotá, 
Medellín, Cali y Barranquilla están estructurando proyectos de sistemas ferroviarios de 
transporte masivo de ámbito urbano-metropolitano y subregional; proyectos ferroviarios 
de tranvía moderno, tren ligero y trenes de cercanías, entre otros, como lo son “Tren 
Regional del Norte de Bogotá”, “RegioTram” en Cundinamarca, “Ferrocarril de 
Antioquia” en Antioquia, “Tren de Cercanías del Valle” en el Valle del Cauca (ANI, 2020). 
El aspecto fundamental a tratar es cuál será su esquema de financiación, no solo para su 
implementación sino también para su operación, dado que hoy tenemos claro que esta 
última requiere de un esquema de subsidios/subvenciones. 
 
Es en este contexto que el presente proyecto de ley plantea como nueva fuente de 
financiación de los sistemas ferroviarios de transporte de pasajeros y multimodales que 
incluyan pasajeros de ámbito urbano-metropolitano, subregional y regional, la opción de 
destinar parte de los excedentes de los peajes concesionados, y/o la opción de implementar 
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una sobretasa a la tarifa de los peajes. Cabe precisar, que ello en ningún representa un 
riesgo para las condiciones de remuneración de los contratos de concesión que se 
encuentren vigentes. 
 

7. CONFLICTOS DE INTERÉS. 
 

Frente al Proyecto de Ley, se considera que pueden existir conflictos de interés 
relacionados con:  

• El interés particular, actual y directo de los congresistas, de su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, derivados de 
derivados de ser propietarios, accionistas o parte de juntas directivas de 
empresas relacionadas con el sector de infraestructura que puedan llegar a 
ser beneficiadas con el proyecto de ley en mención.  

 
• El interés particular, actual y directo de los congresistas derivado de que su 

cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del 
segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil que 
ocupen cargos de elección popular en las entidades territoriales que puedan 
verse beneficiados con la aplicación de esta ley.  

 
Sobre el particular, resulta importante recordar lo señalado por  el Consejo de 
Estado (2019):  

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se 
sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que 
per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto 
que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o 
personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y 
actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación 
o votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o 
imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier 
naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”. 

De igual forma, es pertinente señalar lo que la Ley 5 de 1992 dispone sobre la 
materia en el artículo 286, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019:  

“Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación 
de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista.  

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las 
que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
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investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado.  

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la 
decisión.  

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil”. 

Finalmente, se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés que 
se puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de ley, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 291 de la ley 5 de 1992, no exime al Congresista de 
identificar otras causales adicionales.  

 
De los Honorables Congresistas 
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 107 DE 2020 
CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 1098 de 
2006 - Código de Infancia y Adolescencia. 

 

 

PROYECTO DE LEY N°…………  del 2020 CÁMARA 
 
  
  

¨POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1098 DE 2006 - CÓDIGO DE 
INFANCIA Y ADOLESCENCIA¨ 

  
  

EL CONGRESO DECRETA  
  
  
ARTÍCULO 1°. Agregar un parágrafo al Artículo 28 de la Ley 1098 de 2006, el 
cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 28. DERECHO A LA EDUCACIÓN. Los niños, las niñas y los 
adolescentes tienen derecho a una educación de calidad. Esta será 
obligatoria por parte del Estado en un año de preescolar y nueve de 
educación básica. La educación será gratuita en las instituciones estatales 
de acuerdo con los términos establecidos en la Constitución Política. 
Incurrirá en multa hasta de 20 salarios mínimos quienes se abstengan de 
recibir a un niño en los establecimientos públicos de educación. 
 
PARAGRAFO: El Estado garantizara el acceso a la educación superior a las 
madres gestantes que se encuentren en estado de vulneración, mediante 
entrega de subsidios y/o incentivos económicos y apoyo psicosocial. 
 
 
ARTÍCULO 2°. Adiciónese el numeral 38 al artículo 41 de la Ley 1098 del 
2006. 
 
ARTÍCULO 41. OBLIGACIONES DEL ESTADO. El Estado es el contexto 
institucional en el desarrollo integral de los niños, las niñas y los 
adolescentes. En cumplimiento de sus funciones en los niveles nacional, 
departamental, distrital y municipal deberá: 
 
1. Garantizar el ejercicio de todos los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes 
2. Asegurar las condiciones para el ejercicio de los derechos y prevenir su 
amenaza o afectación a través del diseño y la ejecución de políticas 
públicas sobre infancia y adolescencia. 
 
3. Garantizar la asignación de los recursos necesarios para el cumplimiento 
de las políticas públicas de niñez y adolescencia, en los niveles nacional, 
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departamental, distrital y municipal para asegurar la prevalencia de sus 
derechos. 
 
4. Asegurar la protección y el efectivo restablecimiento de los derechos 
que han sido vulnerados. 
 
5. Promover la convivencia pacífica en el orden familiar y social. 
6. Investigar y sancionar severamente los delitos en los cuales los niños, las 
niñas y las adolescentes son víctimas, y garantizar la reparación del daño y 
el restablecimiento de sus derechos vulnerados. 
 
7. Resolver con carácter prevalente los recursos, peticiones o acciones 
judiciales que presenten los niños, las niñas y los adolescentes, su familia o 
la sociedad para la protección de sus derechos. 
 
8. Promover en todos los estamentos de la sociedad, el respeto a la 
integridad física, psíquica e intelectual y el ejercicio de los derechos de los 
niños, las niñas y los adolescentes y la forma de hacerlos efectivos. 
 
9. Formar a los niños, las niñas y los adolescentes y a las familias en la 
cultura del respeto a la dignidad, el reconocimiento de los derechos de los 
demás, la convivencia democrática y los valores humanos y en la solución 
pacífica de los conflictos. 
 
10. Apoyar a las familias para que estas puedan asegurarle a sus hijos e 
hijas desde su gestación, los alimentos necesarios para su desarrollo físico, 
psicológico e intelectual, por lo menos hasta que cumplan los 18 años de 
edad. 
 
11. Garantizar y proteger la cobertura y calidad de la atención a las 
mujeres gestantes y durante el parto; de manera integral durante los 
primeros cinco (5) años de vida del niño, mediante servicios y programas 
de atención gratuita de calidad, incluida la vacunación obligatoria contra 
toda enfermedad prevenible, con agencia de responsabilidad familia 
 
12. Garantizar la inscripción y el trámite del registro civil de nacimiento 
mediante un procedimiento eficaz y gratuito. Para el efecto, la 
Registraduría Nacional del Estado Civil y el Ministerio de la Protección Social 
conjuntamente reglamentarán el trámite administrativo que garantice que 
el niño o niña salga del centro médico donde nació, con su registro civil de 
nacimiento y certificado de nacido vivo. 
 
13. Garantizar que los niños, las niñas y los adolescentes tengan acceso al 
Sistema de Seguridad Social en Salud de manera oportuna. Este derecho 

 

 

se hará efectivo mediante afiliación inmediata del recién nacido a uno de 
los regímenes de ley. 
 
14. Reducir la morbilidad y la mortalidad infantil, prevenir y erradicar la 
desnutrición, especialmente en los menores de cinco años, y adelantar los 
programas de vacunación y prevención de las enfermedades que afectan 
a la infancia y a la adolescencia y de los factores de riesgo de la 
discapacidad. 
 
15. Asegurar los servicios de salud y subsidio alimentario definidos en la 
legislación del sistema de seguridad social en salud para mujeres gestantes 
y lactantes, familias en situación de debilidad manifiesta y niños, niñas y 
adolescentes. 
 
16. Prevenir y atender en forma prevalente, las diferentes formas de 
violencia y todo tipo de accidentes que atenten contra el derecho a la 
vida y la calidad de vida de los niños, las niñas y los adolescentes. 
 
17. Garantizar las condiciones para que los niños, las niñas desde su 
nacimiento, tengan acceso a una educación idónea y de calidad, bien 
sea en instituciones educativas cercanas a su vivienda, o mediante la 
utilización de tecnologías que garanticen dicho acceso, tanto en los 
entornos rurales como urbanos. 
 
18. Asegurar los medios y condiciones que les garanticen la permanencia 
en el sistema educativo y el cumplimiento de su ciclo completo de 
formación. 
 
19. Garantizar un ambiente escolar respetuoso de la dignidad y los 
Derechos Humanos de los niños, las niñas y los adolescentes y desarrollar 
programas de formación de maestros para la promoción del buen trato. 
 
20. Erradicar del sistema educativo las prácticas pedagógicas 
discriminatorias o excluyentes y las sanciones que conlleven maltrato, o 
menoscabo de la dignidad o integridad física, psicológica o moral de los 
niños, las niñas, adolescentes 
21. Atender las necesidades educativas específicas de los niños, las niñas y 
los adolescentes con discapacidad, con capacidades excepcionales y en 
situaciones de emergencia. 
 
22. Garantizar la etnoeducación para los niños, las niñas y los adolescentes 
indígenas y de otros grupos étnicos, de conformidad con la Constitución 
Política y la ley que regule la materia. 
 

 

 

23. Diseñar y aplicar estrategias para la prevención y el control de la 
deserción escolar y para evitar la expulsión de los niños, las niñas y los 
adolescentes del sistema educativo. 
 
24. Fomentar el deporte, la recreación y las actividades de supervivencia, y 
facilitar los materiales y útiles necesarios para su práctica regular y 
continuada. 
 
 
25. Fomentar la participación en la vida cultural y en las artes, la 
creatividad y producción artística, científica y tecnológica de niños, niñas y 
adolescentes y consagrar recursos especiales para esto. 
 
26. Prevenir y atender la violencia sexual, las violencias dentro de la familia 
y el maltrato infantil, y promover la difusión de los derechos sexuales y 
reproductivos. 
 
27. Prestar especial atención a los niños, las niñas y los adolescentes que se 
encuentren en situación de riesgo, vulneración o emergencia. 
 
28. Protegerlos contra los desplazamientos arbitrarios que los alejen de su 
hogar o de su lugar de residencia habitual. 
 
29. Asegurar que no sean expuestos a ninguna forma de explotación 
económica o a la mendicidad y abstenerse de utilizarlos en actividades 
militares, operaciones psicológicas, campañas cívico-militares y similares. 
 
30. Protegerlos contra la vinculación y el reclutamiento en grupos armados 
al margen de la ley. 
 
31. Asegurar alimentos a los niños, las niñas y los adolescentes que se 
encuentren en procesos de protección y restablecimiento de sus derechos, 
sin perjuicio de las demás personas que deben prestar alimentos en los 
términos de la presente ley, y garantizar mecanismos efectivos de 
exigibilidad y cumplimiento de las obligaciones alimentarias. 
32. Erradicar las peores formas de trabajo infantil, el trabajo de los niños y 
las niñas menores de 15 años, proteger a los adolescentes autorizados para 
trabajar, y garantizar su acceso y la permanencia en el sistema educativo. 
 
33. Promover estrategias de comunicación educativa para transformar los 
patrones culturales que toleran el trabajo infantil y resaltar el valor de la 
educación como proceso fundamental para el desarrollo de la niñez. 
 

 

 

34. Asegurar la presencia del niño, niña o adolescente en todas las 
actuaciones que sean de su interés o que los involucren cualquiera sea su 
naturaleza, adoptar las medidas necesarias para salvaguardar su 
integridad física y psicológica y garantizar el cumplimiento de los términos 
señalados en la ley o en los reglamentos frente al debido proceso. Procurar 
la presencia en dichas actuaciones de sus padres, de las personas 
responsables o de su representante legal. 
 
35. Buscar y ubicar a la familia de origen o las personas con quienes 
conviva a la mayor brevedad posible cuando sean menores de edad no 
acompañados. 
 
36. Garantizar la asistencia de un traductor o un especialista en 
comunicación cuando las condiciones de edad, discapacidad o cultura 
de los niños, las niñas o los adolescentes lo exijan. 
 
37. Promover el cumplimiento de las responsabilidades asignadas en el 
presente Código a los medios de comunicación. 
 
38. Garantizar a las adolescentes gestantes y a las madres adolescentes, 
afiliadas al Sisbén y que hayan culminado su educación media, apoyo 
para su ingreso y permanencia en la educación superior, en universidades 
públicas o instituciones de educativa superior de carácter público; por 
medio del reconocimiento y entrega de subsidios de matrícula, subsidios 
de transporte, subsidios de mantenimiento, becas, y cualquier otro tipo de 
apoyo económico que permita dar cumplimiento al presente numeral. 
 
PARÁGRAFO. Esta enumeración no es taxativa y en todo caso el Estado 
deberá garantizar de manera prevalente, el ejercicio de todos los 
derechos de los niños, las niñas y los adolescentes consagrados en la 
Constitución Política, los tratados y convenios internacionales de Derechos 
Humanos y en este código. 
 
ARTÍCULO 3°. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente Ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.  

 

                               

BUENAVENTURA LEÓN LEÓN            MARIA CRISTINA SOTO DE GOMEZ  
Representante a la Cámara                 Representante a la Cámara 
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Representante a la Cámara          Representante a la Cámara 
 
                                                                                              
 
          
                                                                                                                                                                                
FELIX ALEJANDRO CHICA CORREA         NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO 
Representante a la Cámara                  Representante a la Cámara 
 
                                                                                    
 
         
 
NICOLAS ALBEIRO ECHEVERRY ALVARÁN   EMETERIO JOSÉ MONTES CASTRO 
Representante a la Cámara         Representante a la Cámara 
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Representante a la Cámara                  Representante a la Cámara 

 

  
 
 
 
 

 

 

               PROYECTO DE LEY N°…………  del 2020 CÁMARA 
 

POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1098 DE 2006 CÓDIGO DE 
INFANCIA Y ADOLESCENCIA¨ 

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
                       

  
             

1. INTRODUCCIÓN  
  

En Colombia la educación es la principal prioridad para mejorar la 
prosperidad económica y social de los más desfavorecidos y garantizar 
una mayor equidad en cuanto a las oportunidades de aprendizaje. Es 
notorio que la educación superior sigue estando fuera del alcance de la 
mayoría de los estudiantes provenientes de hogares con bajos ingresos. 
 
En este enfoque de los derechos, las normas y los principios, se busca 
integrar las políticas públicas en educación, con el fin de promover, 
proteger y garantizar el derecho y capacidad que tienen tanto las  
adolescentes   gestantes, como las mujeres madres a su corta edad que 
han logrado culminar el ciclo de educación media, para acceder a  
diferentes instituciones de educación superior, generando una política 
social, cultural y económica, dirigida a transformar las condiciones de vida 
de las mujeres y adolescentes. Esto permite superar las brechas y 
desventajas sociales existentes por su condición, disminuyendo prácticas 
discriminatorias que atentan contra su desarrollo, incrementando su 
acceso a los recursos, oportunidades, promoviendo la educación, para 
que puedan realizarse como individuo, forjando mejor calidad de vida, 
brindando oportunidad para atender las necesidades como madres, 
creándose como profesional y generando oportunidad laboral. 
  
Se pretende, además, eliminar la desigualdad bajo el enfoque de un 
desarrollo humano integral, dirigido a la equiparación de igualdad para 
que todos los seres tengan la posibilidad de disfrutar de los mismos 
derechos, opciones sociales, ideologías, normas y políticas.  
  
  
Las Madres en Colombia, en edad adolescentes, han aumentado 
significativamente según fuentes estadísticas del DANE y el componente 
educativo, en este sector poblacional, tienen bajos logros por diversas 
causas como dificultades económicas para su accesibilidad 
a los diferentes niveles de educación superior.  

 

 

 
Esto nos lleva a un panorama multifactorial, del cual se destaca en la 
reflexión las dimensiones ético-políticas del cuidado y de los derechos 
aplicados a la realidad de las adolescentes gestantes y madres 
adolescentes.   
 
Factores socioeconómicos que no le permite el ingreso a la educación 
superior, situación que es forjada por el nivel de ingresos familiares, medido 
en salarios mínimos. Se destaca el hecho de que la adolescente se 
encuentra en la obligatoriedad laboral para la sostenibilidad familiar, es 
uno, entre otros, de los compromisos económicos adicionales que deben 
asumir.  
 
 Estudios realizados arrojan resultados donde se demuestra que la 
abstención y deserción, a realizar estudios del nivel superior, se debe a sus 
condiciones económicas deficientes o pocas expectativas frente al 
estudio y a las mínimas garantías y oportunidades financieras otorgadas 
por el estado, lo cual genera discriminación e incrementa la desigualdad 
social. El segundo aspecto se registra en las bases normativas y legislativas 
que no protegen la situación de las madres adolescentes, cabeza   de 
familia. No es amplia frente a garantizar la educación superior de las 
adolescentes mencionadas.  
Faltan garantías a los estudiantes adolescentes que haya 
culminado sus años de escolaridad y educación media, para que puedan 
acceder e ingresar a la educación superior, bien sea en áreas técnicas, 
tecnológicas o profesionales; y no abandonen sus aspiraciones 
de desarrollo educativo.   
 
El apoyo financiero es fundamental para garantizar el acceso equitativo a 
los estudiantes adolescentes menos favorecidos.  
Un crecimiento educativo sólido e incluyente a las adolescentes madres, 
genera una sociedad participativa, evolutiva y competitiva, que funda 
estabilidad social.  
 
Disposiciones constitucionales reconocen y brindan una adecuada 
protección a las mujeres cabeza de familia, en especial las adolescentes, 
durante el embarazo y después del parto, quienes  gozarán de especial 
asistencia y protección del estado; aunque se realizan  aportes 
significativos y ha sido un trabajo arduo y permanente por el 
reconocimiento  de los adolescente, niños y niñas, como sujetos de 
derechos y protagonistas de su transformación diaria, sin embargo no se ha 
logrado ser garantistas de la educación en nuestro país.  
 
Se deben focalizar acciones educativas frente a adolescentes que se 
encuentran con mayor vulnerabilidad. La productividad personal de una 
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madre adolescente o gestante, en el logro de sus metas 
profesionales, crea motivaciones intrínsecas para mejorar su calidad de 
vida. En Colombia se deben eliminar las barreras socio-económicas y 
geográficas de aquellos grupos de adolescentes que viven en zona de 
conflicto, integrantes indígenas y rurales.  
 
2. OBJETO  
 
El presente proyecto de ley tiene como fin primordial y fundamental, 
garantizar la continuidad en educación superior a las adolescentes 
gestantes y madre adolescente, que culminaron su nivel de educación 
media y que se encuentran en un nivel socioeconómico desfavorecido, 
para lograr ascender a educación superior y así general oportunidad en 
educación y fortalecimiento social.  
  
3.MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL   
  
Constitución Política de Colombia   
Artículo 1º.- “Colombia es un Estado social de derecho, organizado en 
forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en 
el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 
 
Artículo 43º.- “Mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. 
La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante 
el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y 
protección del Estado, y recibirá de este subsidio alimentario si entonces 
estuviere desempleada o desamparada.  El Estado apoyará de manera 
especial a la mujer cabeza de familia”. 
 
Artículo 45. “Adolescente tiene derecho a la protección y a la formación 
integral. El Estado y la sociedad garantizan la participación de los jóvenes 
en los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, 
educación y progreso de la juventud”.  
 
Artículo 67. “La educación es un derecho de la persona y un servicio 
público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al 
conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de 
la cultura”. 
 
 Artículo 365. “Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del 
Estado. ... Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que 
fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares”. 

 

 

  
Artículo 366. “El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida 
de la población son finalidades sociales del Estado. Será objetivo 
fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas 
de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable”.  
 
Artículo 350 “La ley de apropiaciones deberá tener un componente 
denominado gasto público social que agrupará las partidas de tal 
naturaleza, según definición hecha por la ley orgánica respectiva. Excepto 
en los casos de guerra exterior o por razones de seguridad nacional, el 
gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación. En la 
distribución territorial del gasto público...”  
  
Legislación Colombiana   
Además de los derechos y garantías reconocidas constitucionalmente, 
el análisis del marco jurídico regulatorio, abordan las obligaciones 
generales y específicas para lograr armonización con el fin 
de cobijar y  garantizar la educación en los adolescentes.  
 
LEY 1098 DE 2006 Código de Infancia y Adolescencia.   
 
Artículo 41. “OBLIGACIONES DEL ESTADO. “El Estado es el contexto 
institucional en el desarrollo integral de los niños, las niñas y los 
adolescentes. En cumplimiento de sus funciones en los niveles nacional, 
departamental, distrital y municipal deberá…” 
 
LEY 30 de 1992 Por la cual se organiza el servicio público de la Educación 
Superior.  
 
 
Artículo 84. El gasto público en la educación hace parte del gasto público 
social de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 350 y 366 de la 
Constitución Política de Colombia.  
 
Artículo 112. Para proveer y mantener un adecuado financiamiento de las 
matrículas y sostenimiento de los estudiantes, se fortalece el fondo de 
crédito educativo del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior (ICETEX).  
  
LEY 1012 del 2006 Por medio de la cual se reforma los artículos 111 y 114 de 
la ley 30 de 1992, sobre créditos Departamentales y Municipales para la 
educación superior.  
  
Articulo. 1º. El artículo 111 de la Ley 30 de 1992 quedara así: 
  

 

 

Artículo 111. Con el fin de facilitar el ingreso y permanencia en las 
instituciones educación superior, a las personas de escasos ingresos 
económicos de la nación, las entidades territoriales y las propias 
instituciones de este nivel de educación, establecerán una política general 
de ayudas y créditos para los mencionados estudiantes. Su ejecución le 
corresponderá al Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior, Icetex y a los fondos Educativos Departamentales y 
Municipales que, para tales fines, se creen. Estas entidades determinaran 
las modalidades o parámetros para el pago que, por concepto de 
derechos pecuniarios, hagan efectivas las instituciones de educación 
superior.  
 
Artículo 2º. El artículo 114 de la Ley 30 de 1992 quedará así:  
 
Artículo 114. Los recursos fiscales de la Nación destinados a becas o a 
créditos educativos universitarios en Colombia, deberán ser girados 
exclusivamente al Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior, Icetex, y a él corresponde su administración.  
 
PARÁGRAFO 1o. Los recursos que por cualquier concepto reciban las 
distintas entidades del Estado para ser utilizados como becas, subsidios o 
créditos educativos, deberán ser trasladados al Instituto Colombiano 
de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior, Icetex, o a los 
Fondos Educativos que para fines de crédito se creen en las entidades 
territoriales a las que se refiere el parágrafo 2o del presente artículo.  
 
PARÁGRAFO 2o. Los departamentos y municipios podrán crear o constituir 
con sus recursos propios, fondos destinados a créditos educativos 
universitarios.  
 
PARÁGRAFO 3o. El Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior, Icetex, y los Fondos Educativos, en el respectivo 
nivel territorial, adjudicarán los créditos y becas teniendo en cuenta, entre 
otros, los siguientes parámetros:  
a) Excelencia académica;  
b) Nivel académico debidamente certificado por la institución educativa 
respectiva;  
c) Escasez de recursos económicos del estudiante debidamente 
comprobados;  
d) Distribución regional proporcional al número de estudiantes;  
e) Distribución adecuada para todas las áreas del conocimiento.  
 
PARÁGRAFO 4o. Las Asambleas y los Consejos en el momento de creación 
del Fondo Educativo, darán estricto cumplimiento a lo dispuesto en el 
artículo 7o de la Ley 819 de 2003.  

 

 

De igual manera, la entidad otorgante de crédito dará prioridad laboral a 
sus beneficiarios profesionales.  
 
PARÁGRAFO 5o. En toda cuestión sobre créditos educativos que no 
pudiere regularse conforme a las reglas de esta ley, se aplicaran las 
disposiciones que rigen los créditos educativos del Icetex.  
 
Sentencia C- 258 DEL 2015; Calidad de sujetos de especial protección 
constitucional de los niños, niñas y adolescentes.  
  
IMPACTO FISCAL   
  
Es necesario, para otorgar y garantiza el acceso a la educación superior a 
las madres gestantes y/o adolescentes de escasos ingresos económicos, 
contar con el recurso financiero, por lo anterior, se establecen 
recursos fiscales predestinados a ayudas por medio de créditos, subsidios, 
fondos educativos territoriales.  
  
 Del mismo modo, otorga la facultad a los entes de departamentales y 
municipales de constituir recursos propios, con autonomía en establecer 
los parámetros. La Ley 30 de 1992, reforma los artículos 111 y 114 por la 
ley 1012 del 2006 donde instaura garantías financieras para los recursos en 
educación.  
     
DATOS ESTADÍSTICO DIRECCIÓN DE CENSOS Y DEMOGRAFÍA  
 
Adolescentes embarazadas 2019  
 Es de aclarar que código define adolescente a toda persona mayor de 12 
y menor de 18,  pero  según concepto emitido  por la “Organización 
Mundial para la Salud, Se define la adolescencia como “el periodo de la 
vida en el cual el individuo adquiere la capacidad reproductiva, transita 
los patrones psicológicos de la niñez a la adultez, se presentan cambios 
físicos, morales y emocionales, siendo estos la causa mayor de los casos de 
abandono escolar, según la Encuesta Nacional de Deserción, además de 
asociarse a situaciones de discriminación en el contexto educativo y otros 
ámbitos sociales. Por otro lado, implica una mayor probabilidad de asumir 
condiciones de subempleo, inestabilidad laboral, informalidad y otras 
formas precarias de inserción productiva; sus expectativas de vida se 
limitan.  
  
Las causas del embarazo en la adolescencia son debatibles, de gran 
carga cultural y social, en donde el problema principal radica en la 
práctica de relaciones sexuales a muy temprana edad, creándose como 
problemática en área de salud pública, que repercute en 
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que los adolescentes tienen menos niveles educativos y por lo tanto 
tendrán menos oportunidades a su favor, para enfrentar esta nueva etapa 
de vida.          
  

1. Estadística por departamentos y edades de adolescentes 
madre que culminan sus estudios en diversos niveles educativos.  

  
 Cundinamarca  
Departamento
, municipio y 

grupo de 
edad de la 

madre  

                  

Preescolar
  

Básica 
primaria

  
Básica 

secundaria
  

Media 
académic

a o 
clásica  

Media 
técnica

  
Normalista

  
Técnica 

profesional
  

Tecnológica
  

Profesional
  

Total  Total  51  2.103  4.944  10.896  708  23  2.590  1.284  3.005  
  De 10-
14 
Años  

0  38  72  3  0  0  0  0  0  

   De 15-
19 
Años  

8  482  1.678  1.804  105  3  120  56  18  

  
  

Bogotá  
  
Departamento
, municipio y 

grupo de 
edad de la 

madre  

                  

Preescolar
  

Básica 
primaria

  
Básica 

secundaria
  

Media 
académic

a o 
clásica  

Media 
técnica

  
Normalista

  
Técnica 

profesional
  

Tecnológica
  

Profesional
  

Total  Total  51  2.940  7.642  26.203  1.101  19  7.097  3.340  12.147  
   De 10-

14 
Años  

2  56  94  8  0  0  0  0  0  

   De 15-
19 
Años  

9  677  2.371  3.735  97  2  201  94  62  

  
  
Córdoba  
   
Departamento
, municipio y 

grupo de 
edad de la 

madre  

                  

Preescolar
  

Básica 
primaria

  
Básica 

secundaria
  

Media 
académic

a o 
clásica  

Media 
técnica

  
Normalista

  
Técnica 

profesional
  

Tecnológica
  

Profesional
  

Total  Total  57  2.271  5.015  6.458  322  14  1.207  767  1.318  
  De 10-
14 Años  

1  99  120  1  0  0  0  0  0  

   De 15-
19 Años  

9  568  1.883  1.377  20  1  60  39  18  

  De 20-
24 Años  

15  518  1.519  2.260  107  3  350  220  199  

 
  

 

 

La Guajira  
   
Departamento
, municipio y 

grupo de 
edad de la 

madre  

                  

Preescolar
  

Básica 
primaria

  
Básica 

secundaria
  

Media 
académic

a o 
clásica  

Media 
técnica

  
Normalista

  
Técnica 

profesional
  

Tecnológica
  

Profesional
  

Total  Total  63  2.518  3.068  1.673  184  20  392  159  628  
  De 10-
14 
Años  

1  67  25  1  0  0  0  0  0  

   De 15-
19 
Años  

6  619  821  321  22  0  15  6  4  

  
  
 Caquetá   
  
Departamento
, municipio y 

grupo de 
edad de la 

madre  

                  

Preescolar
  

Básica 
primaria

  
Básica 

secundaria
  

Media 
académic

a o 
clásica  

Media 
técnica

  
Normalista

  
Técnica 

profesional
  

Tecnológica
  

Profesional
  

Total  Total  32  1.151  1.413  1.516  96  4  198  97  319  
  De 10-
14 
Años  

3  44  38  1  0  0  0  0  0  

   De 15-
19 
Años  

1  299  612  342  14  0  10  4  1  

  De 20-
24 
Años  

5  267  389  552  46  2  73  34  63  

  
  
Según los datos estadísticos del DANE, que refleja la cifra a 2019, en las 
madres adolescentes que logran el nivel de educación profesional, se 
refleja un índice alto de deserción en la educación superior, acarreada por 
diversos motivos. En el contexto universitario el papel de madre y 
estudiante son roles que las adolescentes deben 
convivir enfrentándose a:   
 

 La aspiración personal de desarrollar una carrera para 
integrarse profesionalmente al mundo laboral.  
 El ser madres y desempeñar su rol de acuerdo 
con su estereotipo cultural.  
 y unos de los más importante es la parte económica para logra 
ingresar a la educación superior en nuestro país.   
  

El embarazo en adolescentes y madres gestantes adolescentes se ha 
tomado como un problema de salud pública frente a la calidad de vida 
de la misma y su familia.  

 

 

  
Las madres adolescentes, como sujetos de derechos, implica ir más allá del 
“proyecto de vida”, y entender el sentido social para brindar elementos 
que realmente sitúen a las adolescentes en la posibilidad de vivir 
dignamente. Además, generar oportunidades por medio de acciones de  
tipo educativo, como establecer la gratuidad de la educación superior, 
acompañada de subsidios y ayudas, ya que no deben ser excluidas del 
sistema educativo, pues es un derecho y no se pierde en ninguna 
circunstancia, no discrimina a los seres humanos, es reflexiva, integral y 
adaptada al medio cultural que se imparte, su objetivo es el ser humano, 
es el camino hacia la verdadera independencia, es alternativa porque da 
posibilidades a diferentes grupos.  
  
Para extractar: el derecho a la educación no se pierde con el embarazo, 
la protección del niño se basa en una adecuada educación materna, la 
prevención de futuros embarazos se inicia con la educación, la decisión 
de vida de una adolescente-madre debe ser protegida por la educación, 
generando ser proactiva profesionalmente.   
  
  
De los honorables congresistas.  

 

                               

BUENAVENTURA LEÓN LEÓN            MARIA CRISTINA SOTO DE GOMEZ  
Representante a la Cámara                 Representante a la Cámara 
 
 
 
        
ALFREDO APE CUELLO BAUTE         CIRO ANTONIO RODRIGUEZ PINZON 
Representante a la Cámara                Representante a la Cámara 
 
                                   
 
 
                                                     
                                                                 JUAN CARLOS WILLS OSPINA 
                                                                       Representante a la Cámara       
 

 

 

 
 
 
 
 
                                
ARMANDO ANTONIO ZABARAIN DE ARCE     JAIME FELIPE LOZADA POLANCO 
Representante a la Cámara                                 Representante a la Cámara       
 
                                                                                      
 
 
 
JUAN CARLOS RIVERA PEÑA                        YAMIL HERNANDO ARANA PADAUI     
Representante a la Cámara                   Representante a la Cámara        
 
 
                                                          
 
                                            
JOSE GUSTAVO PADILLA OROZCO          
Representante a la Cámara           
  
 
 
         
                                                                                        
 
 
WADITH ALBERTO MANZUR IMBET     JOSÉ ELVER HERNÁNDEZ CASAS 
Representante a la Cámara          Representante a la Cámara 
 
                                                                                              
 
          
                                                                                                                                                                                
FELIX ALEJANDRO CHICA CORREA         NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO 
Representante a la Cámara                  Representante a la Cámara 
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NICOLAS ALBEIRO ECHEVERRY ALVARÁN   EMETERIO JOSÉ MONTES CASTRO 
Representante a la Cámara         Representante a la Cámara 
 

                          
GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ          DIELA LILIANA BENAVIDES SOLARTE 
Representante a la Cámara                  Representante a la Cámara 

 

  
 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 108 DE 2020 
CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 1523 de 
2012, por la cual se adopta la política nacional 
de gestión del riesgo de desastres y se establece 
el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de 

Desastres, y se dictan otras disposiciones.  
 
 

 

 

PROYECTO DE LEY NÚMERO _____ DE 2020 CÁMARA 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1523 DE 2012, POR LA CUAL SE ADOPTA LA 
POLÍTICA NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES Y SE ESTABLECE EL SISTEMA 
NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”  

El Congreso de Colombia 

DECRETA 

ARTÍCULO 1°. Modifíquese el Artículo 2 de la Ley 1523 de 2012, el cual quedará así: 

Artículo 2. De la Responsabilidad. La gestión del riesgo es responsabilidad del gobierno 
Nacional, departamental y municipal de todas las autoridades y los habitantes del 
territorio colombiano. 

En cumplimiento de esta responsabilidad, las entidades públicas, privadas y 
comunitarias desarrollarán y ejecutarán los procesos de gestión del riesgo, entiéndase: 
conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y manejo de desastres, en el marco de 
sus competencias, su ámbito de actuación y su jurisdicción, como componentes del 
Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. 

Por su parte, los habitantes del territorio nacional, corresponsables de la gestión del 
riesgo, actuarán con precaución, solidaridad, autoprotección, tanto en lo personal 
como en lo de sus bienes, y acatarán lo dispuesto por las autoridades. 

ARTÍCULO 2°. Agregar un numeral nuevo al Artículo 3 de la Ley 1523 de 2012, el cual 
quedará así: 

Artículo 3.  Principios Generales. Los principios generales que orientan la gestión del 
riesgo son: 

1. Principio de igualdad: Todas las personas naturales tendrán la misma ayuda y 
el mismo trato al momento de atendérseles con ayuda humanitaria, en las 
situaciones de desastre y peligro que desarrolla esta ley. 
 

 
 

2. Principio de protección: Los residentes en Colombia deben ser protegidos por 
las autoridades en su vida e integridad física y mental, en sus bienes y en sus 
derechos colectivos a la seguridad, la tranquilidad y la salubridad públicas y a 
gozar de un ambiente sano, frente a posibles desastres o fenómenos peligrosos 
que amenacen o infieran daño a los valores enunciados. 
 
3. Principio de solidaridad social: Todas las personas naturales y jurídicas, sean 
estas últimas de derecho público o privado, apoyarán con acciones 
humanitarias a las situaciones de desastre y peligro para la vida o la salud de las 
personas. 
 
4. Principio de autoconservación: Toda persona natural o jurídica, bien sea de 
derecho público o privado, tiene el deber de adoptar las medidas necesarias 
para una adecuada gestión del riesgo en su ámbito personal y funcional, con 
miras a salvaguardarse, que es condición necesaria para el ejercicio de la 
solidaridad social. 
 
5. Principio participativo: Es deber de las autoridades y entidades del Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, reconocer, facilitar y promover la 
organización y participación de comunidades étnicas, asociaciones cívicas, 
comunitarias, vecinales, benéficas, de voluntariado y de utilidad común. Es 
deber de todas las personas hacer parte del proceso de gestión del riesgo en su 
comunidad. 
 
6. Principio de diversidad cultural: En reconocimiento de los derechos 
económicos, sociales y culturales de las personas, los procesos de la gestión del 
riesgo deben ser respetuosos de las particularidades culturales de cada 
comunidad y aprovechar al máximo los recursos culturales de la misma. 
 
7. Principio del interés público o social: En toda situación de riesgo o de desastre, 
el interés público o social prevalecerá sobre el interés particular. Los intereses 
locales, regionales, sectoriales y colectivos cederán frente al interés nacional, sin 
detrimento de los derechos fundamentales del individuo y, sin demérito, de la 
autonomía de las entidades territoriales. 
 
8. Principio de precaución: Cuando exista la posibilidad de daños graves o 
irreversibles a las vidas, a los bienes y derechos de las personas, a las instituciones 
y a los ecosistemas como resultado de la materialización del riesgo en desastre, 
las autoridades y los particulares aplicarán el principio de precaución en virtud 
del cual la falta de certeza científica absoluta no será óbice para adoptar 
medidas encaminadas a prevenir, mitigar la situación de riesgo 
 

 
 

9. Principio de sostenibilidad ambiental: El desarrollo es sostenible cuando 
satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de los 
sistemas ambientales de satisfacer las necesidades futuras e implica tener en 
cuenta la dimensión económica, social y ambiental del desarrollo. El riesgo de 
desastre se deriva de procesos de uso y ocupación insostenible del territorio, por 
tanto, la explotación racional de los recursos naturales y la protección del medio 
ambiente constituyen características irreductibles de sostenibilidad ambiental y 
contribuyen a la gestión del riesgo de desastres. 
 
10. Principio de gradualidad: La gestión del riesgo se despliega de manera 
continua, mediante procesos secuenciales en tiempos y alcances que se 
renuevan permanentemente. Dicha gestión continuada estará regida por los 
principios de gestión pública consagrados en el artículo 209 de la Constitución y 
debe entenderse a la luz del desarrollo político, histórico y socioeconómico de la 
sociedad que se beneficia. 
 
11. Principio sistémico: La política de gestión del riesgo se hará efectiva 
mediante un sistema administrativo de coordinación de actividades estatales y 
particulares. El sistema operará en modos de integración sectorial y territorial; 
garantizará la continuidad de los procesos, la interacción y enlazamiento de las 
actividades mediante bases de acción comunes y coordinación de 
competencias. Como sistema abierto, estructurado y organizado, exhibirá las 
calidades de interconexión, diferenciación, recursividad, control, sinergia y 
reiteración. 
 
12. Principio de coordinación: La coordinación de competencias es la 
actuación integrada de servicios tanto estatales como privados y comunitarios 
especializados y diferenciados, cuyas funciones tienen objetivos comunes para 
garantizar la armonía en el ejercicio de las funciones y el logro de los fines o 
cometidos del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. 
 
13. Principio de concurrencia: La concurrencia de competencias entre 
entidades nacionales y territoriales de los ámbitos público, privado y comunitario 
que constituyen el sistema nacional de gestión del riesgo de desastres, tiene 
lugar cuando la eficacia en los procesos, acciones y tareas se logre mediante la 
unión de esfuerzos y la colaboración no jerárquica entre las autoridades y 
entidades involucradas. La acción concurrente puede darse en beneficio de 
todas o de algunas de las entidades. El ejercicio concurrente de competencias 
exige el respeto de las atribuciones propias de las autoridades involucradas, el 
acuerdo expreso sobre las metas comunes y sobre los procesos y 
procedimientos para alcanzarlas. 
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14. Principio de subsidiariedad: Se refiere al reconocimiento de la autonomía de 
las entidades territoriales para ejercer sus competencias. La subsidiariedad 
puede ser de dos tipos: la subsidiariedad negativa, cuando la autoridad 
territorial de rango superior se abstiene de intervenir el riesgo y su materialización 
en el ámbito de las autoridades de rango inferior, si estas tienen los medios para 
hacerlo. La subsidiariedad positiva, impone a las autoridades de rango superior, 
el deber de acudir en ayuda de las autoridades de rango inferior, cuando estas 
últimas, no tengan los medios para enfrentar el riesgo y su materialización en 
desastre o cuando esté en riesgo un valor, un interés o un bien jurídico protegido 
relevante para la autoridad superior que acude en ayuda de la entidad 
afectada. 
 
15. Principio de oportuna información: Para todos los efectos de esta ley, es 
obligación de las autoridades del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres, mantener debidamente informadas a todas las personas naturales y 
jurídicas sobre: Posibilidades de riesgo, gestión de desastres, acciones de 
rehabilitación y construcción, así como también sobre las donaciones recibidas, 
las donaciones administradas y las donaciones entregadas. 
 
16. Principio de imparcialidad: las autoridades deberán actuar teniendo en 
cuenta que la finalidad de los procedimientos consiste en asegurar y garantizar 
los derechos de todas las personas sin discriminación alguna y sin tener en 
consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de 
motivación subjetiva. 
 

ARTÍCULO 3°. Agregar un numeral nuevo al Artículo 21 de la Ley 1523 de 2012, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 21. FUNCIONES. Son funciones del Comité Nacional para el conocimiento del 
riesgo las siguientes: 

 
1. Orientar la formulación de políticas que fortalezcan el proceso de 
conocimiento del riesgo en el país. 
 
2. Orientar la identificación de escenarios de riesgo en sus diferentes factores, 
entiéndase: amenazas, vulnerabilidades, exposición de personas y bienes. 
 
3. Orientar la realización de análisis y la evaluación del riesgo. 
 
4. Orientar las acciones de monitoreo y seguimiento del riesgo y sus factores. 
 

 
 

5. Orientar la identificación de los factores de riesgo de desastre, entiéndase: 
amenazas, vulnerabilidades, exposición de personas y bienes. 
 
6. Asesorar el diseño del proceso de conocimiento del riesgo como componente 
del sistema nacional. 
 
7. Propender por la articulación entre el proceso de conocimiento del riesgo con 
el proceso de reducción del riesgo y el de manejo de desastres. 
 
8. Propender por la armonización y la articulación de las acciones de gestión 
ambiental, adaptación al cambio climático y gestión del riesgo. 
 
9. Orientar las acciones de comunicación de la existencia, alcance y dimensión 
del riesgo al sistema nacional y la sociedad en general. 
 
10. Orientar la articulación del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo, el 
Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología y el Sistema Nacional Ambiental. 
 
11. Orientar la formulación, implementación, seguimiento y evaluación del plan 
nacional para la gestión del riesgo, con énfasis en los aspectos del conocimiento 
del riesgo. 
 
12. Orientar la formulación, implementación, seguimiento y evaluación de la 
estrategia de respuesta a emergencias. 
 
13. Orientar la formulación de los planes de acción específicos para la 
recuperación posterior a situación de desastre. 
 
14. Fomentar la apertura de líneas de investigación y formación sobre estas 
temáticas en las instituciones de educación superior. 
 
15. Formular lineamientos para el manejo y transferencia de información y para 
el diseño y operación del Sistema Nacional de Información para la Gestión del 
Riesgo. 
 
16. Implementar, orientar, capacitar a las instituciones educativas publicas y 
privadas, asociaciones, juntas de acción comunal, veedurías ciudadanas y la 
comunidad en general, respecto de la mitigación y prevención de riesgos con 
el fin de garantizar la seguridad y la calidad de vida de la población.   
 

ARTÍCULO 4. Agregar un parágrafo nuevo al Artículo 44 de la Ley 1523 de 2012, el cual 
quedará así: 

 
 
ARTÍCULO 44. EL CONTROL EN LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES. El Estado a través 
de sus órganos de control ejercerán procesos de monitoreo, evaluación y control en la 
gestión de riesgo de desastre, empleando para tales fines los medios establecidos por 
la ley, y la sociedad a través de los mecanismos de veeduría ciudadana. 

PARÁGRAFO 1. Todas las entidades públicas, privadas o comunitarias velarán por la 
correcta implementación de la gestión del riesgo de desastres en el ámbito de sus 
competencias sectoriales y territoriales en cumplimiento de sus propios mandatos y 
normas que los rigen. 

PARÁGRAFO 2. Todas las entidades públicas y particulares deberán rendir informe de 
monitoreo, evaluación y control en la gestión de riesgo de desastres trimestralmente a 
los entes de control, la Contraloría General de la Republica, Contraloría Distrital, 
Procuraduría General de Nación, Defensoría del Pueblo, Personería Municipales y 
Veedurías. Conforme a lo anterior con el fin de consolidar verificar la información y el 
cumplimiento de lo ordenado en la presente ley por parte de las autoridades y la 
comunidad en general. 

ARTÍCULO 5. Agregar un parágrafo al Artículo 87 de la Ley 1523 de 2012, el cual   
quedará así: 

ARTÍCULO 87. USUARIOS DE CRÉDITO AFECTADOS. Para los efectos previstos, entiéndase 
por afectados los usuarios de crédito contraído antes de la declaratoria de la situación 
de desastre, para adelantar cualquier tipo de actividades en la zona o área de 
influencia de la situación de desastre. 

Todas las condiciones y modalidades de la renegociación se establecerán en las 
normas que para el efecto se dicten, y se aplicarán previo estudio de cada caso, 
teniendo en cuenta la naturaleza y cuantía de las respectivas obligaciones, conforme 
al reglamento que para ese fin debe dictar la entidad acreedora. La condición de 
afectado será reconocida por la misma entidad pública acreedora 

PARAGRAFO: Los créditos u obligaciones que hayan adquirido los usuarios con las 
entidades antes de la declaratoria de situación de desastre o calamidad pública, serán 
suspendidos de forma inmediata una vez se haga pública la declaratoria, por un 
término de tres (3) meses contados a partir de dicho momento. Agotado este término, 
las entidades requerirán al deudor o responsable de las obligaciones, con el fin de 
tratar de celebrar acuerdos conciliatorios entre ambas partes. 

ARTÍCULO 6°. Reglamentación. El Gobierno Nacional deberá expedir la reglamentación 
de la presente ley, dentro de un término no superior a noventa (90) días hábiles 
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. 

 
 
ARTÍCULO 7°. Vigencia y derogatoria. La presente Ley rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.  
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                                                    EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

                                                  PROYECTO DE LEY 

POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1523 DE 2012, SISTEMA 
NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES “  

 

1. INTRODUCCIÓN  

La gestión del riesgo de desastre son aquellas actividades o planes diseñados 
para la mitigación de sucesos que pueden afectar el bienestar social, el cual 
busca la reducción o previsión y control permanente del riesgo de desastre. 
Corresponde a los daños o pérdidas potenciales que pueden presentarse debido 
a los eventos físicos peligrosos de origen natural, socio-natural, tecnológico, 
biosanitario o humano; dichos daños no solo dependen de estos posibles eventos 
sino también de la vulnerabilidad de los elementos expuestos. Por consiguiente, el 
riesgo de desastre se deriva de la combinación de la amenaza y la 
vulnerabilidad. 

“La Gestión del Riesgo de Desastres como proceso de construcción social, ha 
trasegado por diferentes escenarios de estudio desde las ciencias naturales hasta 
las sociales. Desde mediados del siglo XX, el estudio del riesgo fue asumido por las 
ciencias básicas quien lo definió como la probabilidad de la ocurrencia de un 
evento físico dañino poniendo énfasis en la amenaza o el evento físico detonador 
del desastre.  

Las ciencias sociales aborda el estudio del riesgo desde diferentes enfoques 
(económico, cultural, filosófico y social) en el que se analiza al hombre como 
actor principal del proceso que se desarrolla a partir de la relación que éste 
establece con la naturaleza y las consecuencias que se desprenden de dicha 
relación. Desde este enfoque diverso de las ciencias sociales se ha generado un 
gran desarrollo conceptual del riesgo de desastres que permite comprender las 
grandes implicaciones de este proceso en la historia de la humanidad”. (Narvaéz-
Lavell&Perez, 2009) 

El Sistema Nacional ha promovido de tiempo atrás iniciativas de capacitación 
para la atención de emergencia, pero estas no han sido suficientes, por lo que es 
necesario adelantar una política de capacitación permanente en la gestión 
integral del riesgo de desastres tanto a nivel municipal, departamental como 
nacional mediante instrumentos previamente elaborados con entidades idóneas. 
En el mismo sentido, es preciso conformar un núcleo permanente de 

 
 
rangonacional, que asegure continuidad administrativa y técnica en la gestión 
del riesgo y de desastres. 

Adicionalmente, es necesario impulsar la participación de la comunidad en la 
gestión de riesgos, involucrándola en el proceso a través de organizaciones 
cívicas, comunitarias, asociaciones o entidades sin ánimo de lucro que apoyan, 
entre otros, el trabajo de comunidades, instituciones educativas públicas y 
privadas con el fin reforzar la mitigación y el riego latente que vive la comunidad 

 

2. OBJETO: 

El proyecto busca modificar y adecuar la actual ley que regula la política 
nacional de gestión del riesgo de desastres y establece el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres, con el fin de reforzar las actividades de 
mitigación y prevención de riesgos y con ello garantizar la seguridad y calidad de 
vida de la población, así como la construcción de un desarrollo sostenible. 

3. MARCO LEGAL 

El presente Proyecto de ley se fundamenta en: 

DECRETO 4579 DE 2010, Por el cual se declara la situación de desastre nacional en 
el territorio colombiano  

DECRETO 4580 DE 2010, Por el cual se declara el estado de emergencia 
económica, social y ecológica por razón de grave calamidad pública. 

DECRETO 4702 DE 2010, Por el cual se modifica el Decreto Ley 919 de 1989  

DECRETO 4830 DE 2010, Por el cual se modifica el Decreto 4702 de 2010 

DECRETO 4147 DE 2011, Por el cual se crea la Unidad Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres, se establece su objeto y estructura 

 LEY 1505 DE 2012, Por medio de la cual se crea el Subsistema Nacional de 
Voluntarios de Primera Respuesta y se otorgan estímulos a los voluntarios de la 
Defensa Civil, de los Cuerpos de Bomberos de Colombia y de la Cruz Roja 
Colombiana y se dictan otras disposiciones en materia. 

LEY 1523 de 2012, mediante la cual se consagra expresamente la noción de 
gestión del riesgo y se deroga la legislación anterior, Por la cual se adopta la 
política nacional de gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. 

 
 
DECRETO 1974 DE 2013, mediante el cual “se establece el procedimiento para la 
expedición y actualización del Plan Nacional de Gestión del Riesgo”. Allí se 
consagraron el contenido y la estructura del referido plan, así como el 
procedimiento que se debe seguir para expedirlo. 

Decreto 1289 de 2018, adiciona el Capítulo 6 al Título 1 de la Parte 3 del Libro 2 del 
Decreto 1081 de 2015, Único Reglamentario del Sector de la Presidencia de la 
República, en lo relacionado con el Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres.   

JURISPRUDENCIA 

Sentencia T-125/15, Prevención y atención de desastres. El alcalde es el 
representante legal del municipio y jefe de la administración municipal, y como 
tal, está encargado de dirigir la función administrativa a nivel local. Es decir, el 
alcalde es el principal responsable de velar por el cumplimiento de las funciones 
del municipio. Como jefe de la administración del municipio, el alcalde es la 
autoridad más próxima a la comunidad, la que mejor está ubicada para conocer 
y responder frente a sus necesidades, la que la representa frente a las demás 
autoridades administrativas del orden departamental y nacional, y el principal 
encargado de realizar la eficacia material de las políticas públicas del Estado 
social de derecho entre sus representados.  

Sentencia T-696/16, La jurisprudencia ha reconocido que aunque las autoridades 
municipales están obligadas a desplegar todo de tipo de actuaciones para 
conjurar las situaciones de riesgo en las que se puedan afectar los derechos 
fundamentales de las personas, no se puede desconocer que en virtud de la 
Constitución Nacional (autonomía y responsabilidad de los particulares), existen 
deberes ciudadanos que exigen un tipo determinado de actuación por parte de 
éstos. Las entidades deben monitorear, controlar y mitigar los riesgos que se 
puedan generar por la naturaleza. 

 Normas y conceptos internacionales: 

La Federación Internacional de Sociedades de la Cruz Roja y de la Media Luna 
Roja, La Federación Internacional es una organización humanitaria mundial que 
coordina y dirige la asistencia internacional en casos de desastre natural o 
causado por el ser humano en situaciones ajenas a conflictos armados. Su misión 
es mejorar la vida de las personas vulnerables movilizando el poder de la 
humanidad. 

Sistema de las Naciones Unidas, constituye el eje de las actividades de las 
Naciones Unidas dirigidas a la reducción de la pobreza mundial, y velar por la 
integración estratégica de las actividades de desarrollo de las Naciones Unidas y 
de los gobiernos. Así mismo implementa programas al fondo para el Medio 
Ambiente Mundial (una alianza entre el Programa de las Naciones Unidas para el 
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Medio Ambiente y el Banco Mundial), ayuda a los países a fortalecer su 
capacidad para hacer frente a estos desafíos a nivel mundial, nacional y 
comunitario, buscando y compartiendo las mejores prácticas, proporcionando 
asesoramiento innovador sobre políticas y vinculando a los asociados mediante 
proyectos experimentales. 

 

4. CIFRAS 
 

Según el informe presentado por el Plan Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres,  en su reporte semestral, realizado a partir de las 19 mesas virtuales de 
trabajo celebradas con la participación de 30 departamentos, 722 municipios y 
14 sectores del orden nacional, donde se reportó un avance significativo para el 
primer semestre del año 2020 en la ejecución de las actividades y metas 
establecidas en el Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres – PNGRD 
2015 - 2025, por el cual se llevan a cabo los procesos de conocimiento del riesgo, 
reducción del riesgo y manejo de desastres en el marco de la planificación del 
desarrollo nacional. 
 
Para este proceso de recolección de información y a pesar de las dificultades 
generadas por la emergencia sanitaria por el COVID-19, la UNGRD dispuso de 
diferentes alternativas y mecanismos virtuales para realizar este 
acompañamiento, y desde luego, para lograr que el mayor porcentaje de los 
territorios realizarán su reporte. 
  
Es así que, al cierre del plazo establecido, se logró que 30 departamentos (97 %) y 
722 municipios (66%), reportaran el avance al cumplimiento del Plan Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres, y también que los sectores del orden nacional 
(presidencia, vivienda, ambiente, tecnología, educación, cultura, transporte, 
agricultura, etc), quienes también son actores importantes en la ejecución de los 
objetivos y metas del Plan, dieran cumplimiento a este compromiso, obteniendo 
14 reportes, es decir (70%) de los sectores. 
  
“La articulación territorial del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 
es supremamente valiosa para el país, pero también lo es, que desde la 
competencia municipal y departamental, alcaldes, gobernadores, consejos 
territoriales de gestión del riesgo de desastres y actores locales se comprometan 
para llevar a cabo la implementación de la gestión del riesgo de desastres en sus 
territorios.  Colombia cuenta con el instrumento de planificación que facilita esta 
tarea y por eso el llamado a que mantengamos y fortalezcamos desde cada uno 
de los rincones del país, seguir liderando el proceso de cuidado y protección al 
medio ambiente puesto que es responsabilidad de todos los habitantes del 
territorio colombiano”, destacó Eduardo José González, Director General, UNGRD.  
  

 
 
Según el reporte territorial para el primer semestre de 2020, las siguientes son las 
cifras de avance del plan nacional gestión de riesgos y desastres (PNGRD) y el 
Marco Estratégico en Gestión Integral del Riesgo de Desastres (MEGIRD)2018 – 
2022; herramientas indispensables para la implementación de acciones para la 
reducción del riesgo, la adaptación al cambio climático y la seguridad de las 
generaciones presentes y futuras. 
 

 
 

5. PROBLEMÁTICA  

El riesgo de desastres se deriva de procesos de uso y ocupación insostenible del 
territorio, por tanto, la explotación irracional de los recursos naturales y la falta 

 
 
protección del ambiente constituyen características riesgosas que se presentan 
en la actualidad, las cuales generan amenaza y peligros latentes. Por tanto, es de 
vital importancia implementar herramientas y medidas de regulación adecuadas 
que orienten e ilustren a la población y generen en ella la conciencia de lo 
esencial que es proteger el ambiente.  

La gestión del riego se determina como un proceso sistemático donde intervienen 
políticas, instituciones, procedimientos y prácticas de gestión para el análisis, 
evaluación y control de elementos que coinciden alrededor de los riesgos. 

La gestión del riesgo se basa en tres procesos: 

1. Conocimiento del Riesgo: Es el proceso de la gestión del riesgo compuesto por 
la identificación de escenarios de riesgo, el análisis y evaluación del riesgo, el 
monitoreo y seguimiento del riesgo y sus componentes y la comunicación para 
promover una mayor conciencia del mismo que alimenta los procesos de 
reducción del riesgo y de manejo de desastre. 

2. Reducción del Riesgo: Es el proceso de la gestión del riesgo, está compuesto 
por la intervención dirigida a modificar o disminuir las condiciones de riesgo 
existentes (mitigación del riesgo) y a evitar nuevo riesgo en el territorio (prevención 
del riesgo). Son medidas de mitigación y prevención que se adoptan con 
antelación para reducir la amenaza, la exposición y disminuir la vulnerabilidad de 
las personas, los medios de subsistencia, los bienes, la infraestructura y los recursos 
ambientales, para evitar o minimizar los daños y pérdidas en caso de producirse 
los eventos físicos peligrosos. La reducción del riesgo la componen la intervención 
correctiva del riesgo existente, la intervención prospectiva de nuevo riesgo y la 
protección financiera. 

3. Manejo del Desastre: Es el proceso de la gestión del riesgo compuesto por la 
preparación para la respuesta a emergencias, la preparación para la 
recuperación posdesastre, la ejecución de dicha respuesta y la ejecución de la 
respectiva recuperación, entiéndase: rehabilitación y recuperación. 

Por otro lado, la amenaza constituye el peligro latente de que un evento físico de 
origen natural, o causado, o inducido por la acción humana de manera 
accidental, se presente con una severidad suficiente para causar pérdida de 
vidas, lesiones u otros impactos en la salud, así como también daños y pérdidas 
en los bienes, la infraestructura, los medios de sustento, la prestación de servicios y 
los recursos ambientales. 

Las amenazas pueden ser de origen natural, socio natural o antrópico. Las 
amenazas naturales, están asociadas a fenómenos naturales como la erosión 
costera, tsunamis, terremotos o huracanes; las amenazas de origen socionatural 
están relacionadas con la presencia fenómenos físicos cuya existencia está 
relacionada con procesos de degradación o transformación ambiental y/o de 
intervención humana en los ecosistemas, ejemplo las inundaciones por 

 
 
afectación de las coberturas vegetales de las cuencas. Por su parte, las 
amenazas antrópicas son las que han sido generadas por la actividad humana 
en la producción, distribución, transporte y consumo de bienes y servicios y en la 
construcción y uso de infraestructura y edificios. 

Adicionalmente, la vulnerabilidad la susceptibilidad o fragilidad física, 
económica, social, ambiental o institucional que tiene una comunidad de ser 
afectada o de sufrir efectos adversos en caso de que un evento físico peligroso se 
presente. Corresponde a la predisposición a sufrir pérdidas o daños de los seres 
humanos y sus medios de subsistencia, así como de sus sistemas físicos, sociales, 
económicos y de apoyo que pueden ser afectados por eventos físicos peligrosos. 

 

6. INCIDENCIA DE LA LEY 1523 DE 2012, SE GENERAN MEDIDAS PARA 
PREVENIR LOS RIEGOS IMPLEMENTADOS POR EL SER HUMANO. 
 

Con frecuencia hacemos un mal uso de los recursos naturales sin tener en cuenta   
los impactos negativos producidos y la falta de conciencia ambiental, lo que nos 
crea una amenaza y un peligro latente, que puede llegar a afectar a los seres 
humanos, los bienes y el medio ambiente. De tal forma, es fundamental un 
cambio radical en las políticas de desarrollo y en las prácticas de gestión territorial 
y sectorial, que permita mejorar las condiciones, con el fin de reducir el impacto 
de desastres y el uso y ocupación del territorio; es necesario que las entidades 
territoriales se encuentren en armonía con las políticas nacionales que realicen 
acciones de adaptación al cambio climático, las cuales comprenden ciertas 
actividades humanas –como la minería, la agricultura, la ganadería, el manejo de 
humedales, los asentamientos humanos aledaños a ríos– que pueden generar 
ciertas variaciones climáticas, y que a su vez, pueden llegar a desencadenar 
posibles desastres. 
 
Por tanto, el presente proyecto de ley busca contribuir a la realización de 
actividades de mitigación y prevención de riesgos y con ello garantizar la 
seguridad y calidad de vida de la población, así mismo la construcción de un 
desarrollo sostenible que incluya procesos de Conocimiento y Reducción del 
Riesgo de Desastres y de Manejo de Desastres. 
 
De los honorables Congresistas;   

 

                               

BUENAVENTURA LEÓN LEÓN            MARIA CRISTINA SOTO DE GOMEZ  
Representante a la Cámara                 Representante a la Cámara 
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Representante a la Cámara                Representante a la Cámara 
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Representante a la Cámara           
  

 
 
 
         
                                                                                        
 
 
WADITH ALBERTO MANZUR IMBET     JOSÉ ELVER HERNÁNDEZ CASAS 
Representante a la Cámara          Representante a la Cámara 
 
                                                                                              
 
          
                                                                                                                                                                                
FELIX ALEJANDRO CHICA CORREA         NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO 
Representante a la Cámara                  Representante a la Cámara 
 
                                                                                    
 
         
 
NICOLAS ALBEIRO ECHEVERRY ALVARÁN   EMETERIO JOSÉ MONTES CASTRO 
Representante a la Cámara         Representante a la Cámara 
 

                          
GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVAREZ          DIELA LILIANA BENAVIDES SOLARTE 
Representante a la Cámara                  Representante a la Cámara 

 

 
 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 109 DE 2020 
CÁMARA

Ley de Internet como Servicio Público Esencial y 
Universal” o “Por medio de la cual se modifica la 
Ley 1341 de 2009 y se dictan otras disposiciones”. 

 
 
 

  

 
PROYECTO DE LEY No.________ DE 2020 CÁMARA 

 
 

“Ley de Internet como Servicio Público Esencial y Universal” o “Por medio 
de la cual se modifica la Ley 1341 de 2009 y se dictan otras disposiciones”  

 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 
 

DECRETA 
 
 
Artículo 1º. Objeto. Esta ley tiene por objeto establecer dentro de los servicios 
públicos de telecomunicación, el internet como uno de carácter esencial y universal, 
con el fin de propender por garantizar y asegurar la prestación del servicio de 
manera eficiente, continua y permanente, permitiendo la conectividad de todos los 
habitantes del territorio nacional, en especial de los más vulnerables.  
 
 
Artículo 2º. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 1341 de 2009, modificado por el 
artículo 3° de la Ley 1978 de 2019, el cual quedará así: 
 

“ARTÍCULO 2o. PRINCIPIOS ORIENTADORES. La investigación, el 
fomento, la promoción y el desarrollo de las Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones son una política de Estado que involucra a todos los 
sectores y niveles de la administración pública y de la sociedad, para 
contribuir al desarrollo educativo, cultural, económico, social y político e 
incrementar la productividad, la competitividad, el respeto a los Derechos 
Humanos inherentes y la inclusión social. 

Las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones deben servir al 
interés general y es deber del Estado promover su acceso eficiente y en 
igualdad de oportunidades, a todos los habitantes del territorio nacional. 

Son principios orientadores de la presente ley: 

1. Prioridad al acceso y uso de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. El Estado y en general todos los agentes del sector de las 

 
 
 

  

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones deberán colaborar, 
dentro del marco de sus obligaciones, para priorizar el acceso y uso a las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en la producción de 
bienes y servicios, en condiciones no discriminatorias en la conectividad, la 
educación, los contenidos y la competitividad. En el cumplimiento de este 
principio el Estado promoverá prioritariamente el acceso a las Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones para la población pobre y vulnerable, 
en zonas rurales y apartadas del país. 

 

1.1. Declaratoria de servicio público esencial. El internet será un servicio 
público esencial y universal. Los proveedores de redes y servicios de 
telecomunicaciones no podrán suspender las labores de instalación, 
mantenimiento y adecuación de las redes requeridas para la operación de 
este servicio. 
 
(…) 
 
11. Universalidad: El Estado propenderá por garantizar de manera progresiva 
el derecho efectivo al acceso de servicios de telecomunicaciones disponibles 
al público en general, con tarifas asequibles, con independencia de la 
localización geográfica y condición socioeconómica de los usuarios. 
 
(…) 
 
Parágrafo transitorio. Dentro del año siguiente a la vigencia de la presente 
ley, no se podrá suspender la prestación del servicio.” 

 
 
Artículo 3°. Disminución de la brecha digital. Corresponde al Gobierno Nacional:  
 

1. Promover el acceso a servicios de telecomunicaciones de calidad, de manera 
oportuna, eficiente y a precios asequibles y competitivos, a los habitantes de 
las zonas del país donde el costo de las inversiones para la instalación y el 
mantenimiento de la infraestructura hace que el suministro de estos servicios 
no sea financieramente rentable.  
 

2. Promover el acceso a servicios de telecomunicaciones de calidad, de manera 
oportuna, eficiente y a precios asequibles y competitivos, a los habitantes del 
país que no tengan recursos suficientes para acceder a ellos.  
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3. Reducir la brecha digital, garantizar mayor igualdad de oportunidades, así 

como el disfrute de los beneficios de la sociedad de la información y el 
conocimiento por medio del fomento de la conectividad, el desarrollo de 
infraestructura y la disponibilidad de dispositivos de acceso y servicios de 
banda ancha. 
 

4. Dotar de servicios de telecomunicaciones de calidad, de manera oportuna, 
eficiente y a precios asequibles y competitivos, a:  
 

a. Las instituciones públicas de educación básica, media y superior. 
b. Las poblaciones vulnerables con necesidades sociales especiales, 
como zonas rurales, municipios PDET, resguardos indígenas y demás 
priorizadas por el gobierno nacional.  

 
 
Artículo 4°. Adiciónese un parágrafo nuevo al artículo 10° de la Ley 1341 de 2009, 
el cual quedará así:  

“Artículo 10. Habilitación General.  A partir de la vigencia de la presente Ley, 
la provisión de redes y servicios de telecomunicaciones, que es un servicio 
público bajo la titularidad del Estado, se habilita de manera general, y causará 
una contraprestación periódica a favor del Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones. Esta habilitación comprende, a su vez, la 
autorización para la instalación, ampliación, modificación, operación y 
explotación de redes para la prestación de los servicios de 
telecomunicaciones, se suministren o no al público. La habilitación general a 
que hace referencia el presente artículo no incluye el derecho al uso del 
espectro radioeléctrico. 

(…) 

Parágrafo 4o. En materia del servicio público de internet, será considerado 
como un servicio público esencial y universal.” 

 
Artículo 5º. El Gobierno Nacional tendrá seis (6) meses para la reglamentación e 
implementación de la presente ley.  
 
 

 
 
 

  

Artículo 6º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación, y deroga todas 
aquellas que le sean contrarias.  
 
 
 

 
 
RODRIGO ROJAS      CARLOS JULIO BONILLA 
Representante a la Cámara    Representante a la Cámara 
Partido Liberal      Partido Liberal  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
1. Objeto del proyecto de ley  
 
Este proyecto de ley tiene por objeto dotar de herramientas legales al gobierno 
nacional para que se garantice la prestación del servicio de internet de manera 
eficiente, continua y permanente, con el fin de ampliar la conectividad de todos los 
habitantes del territorio nacional, en especial de los más vulnerables.   
  
 
2. Justificación del proyecto de ley  

 
2.1. Antecedentes.  

 
2.1.1. Decretos Legislativos 464 y 555 de 2020 
 
En atención a los múltiples efectos negativos que estaba ocasionando el Covid-19 
en todo el territorio nacional, el pasado 17 de marzo del año en curso el presidente 
la república expidió el Decreto 417 de 2020, en virtud del cual se declaró el estado 
de emergencia económica social y ecológica, con fundamento el artículo 215 
constitucional, con el propósito de adoptar, a través de Decretos Legislativos, las 
medidas y acciones necesarias para conjurar la crisis e impedir y mitigar la 
extensión de los efectos de la pandemia.   
 
En ese contexto y conforme a las facultades asumidas por el jefe de estado, fueron 
expedidos los Decretos Legislativos 464 del 23 de marzo del 2020 y 555 del 15 de 
abril del mismo año. Ambos en su artículo primero establecen:  
 

“ARTÍCULO 1. Declaratoria de servicios públicos esenciales. Los servicios 
de telecomunicaciones incluidos los servicios de radiodifusión sonora, los de 
televisión y los servicios postales, son servicios públicos esenciales. Por 
tanto, no se suspenderá su prestación durante el estado de emergencia. Los 
proveedores de redes y servicios de telecomunicaciones y postales no 
podrán suspender las labores de instalación, mantenimiento y adecuación de 
las redes requeridas para la operación del servicio”. 

 
La diferencia entre dichos decretos radica en su vigencia y temporalidad, pues el 
primero establece que regirá por el término que se mantenga el estado de 
emergencia, mientras que el segundo contempla que permanecerá vigente mientras 

 
 
 

  

se mantenga la emergencia sanitaria, esta última decretada por el Ministerio de 
Salud en ejercicio de las facultades ordinarias (Resolución 844 de 20201).  
 
Es así como en la parte considerativa de ambos Decretos Legislativos, se 
argumenta que:  
 

“Que de conformidad con el numeral 10 del artículo 2 de la Ley 1341 de 2009 
"Por la cual se definen Principios y conceptos sobre la sociedad de la 
información y la organización de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones -TIC-, se crea la Agencia Nacional del Espectro y se dictan 
otras disposiciones", con el propósito de garantizar el ejercicio y goce efectivo 
de los derechos constitucionales a la comunicación, la vida en situaciones de 
emergencia, la educación, la salud, la seguridad personal y el acceso a la 
información, al conocimiento, la ciencia y a la cultura, así como el de 
contribuir a la masificación de los trámites y servicios digitales, es deber de 
la Nación asegurar la prestación continua, oportuna y de calidad de los 
servicios públicos de comunicaciones. 

  

Que los servicios de telecomunicaciones y postales permiten la protección de 
bienes jurídicos ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los 
derechos y libertades fundamentales y hacer efectivas las garantías 
dispuestas para su amparo, con el fin de asegurar su respeto y efectividad. 
Si bien los artículos 10 y 73 de la Ley 1341 de 2009, 1 de la Ley 182 de 1995 
y 1 de la Ley 1369 de 2009, definen que estos servicios son públicos, no han 
determinado que revisten naturaleza de esenciales, adicionalmente, fueron 
expresamente excluidos del régimen de los servicios públicos domiciliarios 
por el citado artículo 73. Esta declaratoria es especialmente importante para 
garantizar la operación, adecuación y mantenimiento de las redes e 
infraestructura de telecomunicaciones y postales, de manera ininterrumpida, 
durante la emergencia, porque estos servicios habilitan la comunicación 
remota, que es fundamental para permitir el desarrollo de actividades en 
condiciones no presenciales que permitan el distanciamiento social y 
aislamiento, acciones claves para la contención y mitigación del COVID-19. 

  

Que la Corte Constitucional, en sentencia C-691 del 9 de julio de 2008, 
estableció el criterio para determinar si un servicio público es esencial, 

                                                
1 Artículo 1. Prorróguese la emergencia sanitaria en todo el territorio nacional hasta el 31 de agosto de 2020. 
Dicha prórroga podrá finalizar antes de la fecha aquí señalada cuando desaparezcan las causas que le dieron 
origen o, si estas persisten o se incrementan, el término podrá prorrogarse nuevamente. 
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señalando "(...) cuando "las actividades que lo conforman contribuyen de 
modo directo y concreto a la protección de bienes o a la satisfacción de 
intereses o a la realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, 
ejercicio y efectividad de los derechos y libertades fundamentales" 

  

Que en esa medida los servicios de telecomunicaciones y postales se 
convierten en una herramienta esencial para permitir la protección de bienes 
jurídicos ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los 
derechos y libertades fundamentales y hacer efectivas las garantías 
dispuestas para su amparo, con el fin de asegurar su respeto y efectividad, 
por tanto, los servicios de telecomunicaciones y postales, revisten naturaleza 
de esenciales y debe garantizarse la adecuación y mantenimiento de las 
redes e infraestructura de telecomunicaciones y postales, de manera 
ininterrumpida, por lo que se hace necesario crear una norma en este sentido. 

  

Que es necesario garantizar la continua y oportuna comunicación entre las 
autoridades, personal de atención médica, la población afectada, en riesgo, 
y el resto de los ciudadanos, para que conozcan, entre otras, las medidas a 
implementar, los canales de atención, los beneficios que sean entregados, 
entre otra información útil, que debe estar disponible y ser transmitida 
mediante los servicios de telecomunicaciones incluyendo la televisión, así 
como los servicios postales, según la necesidad de difusión de la información 
por parte de las autoridades. 

  

Que de acuerdo con la Encuesta de Calidad de Vida (ECV) del DANE, a 
diciembre de 2018 el 53,0% (8,2 millones) de hogares colombianos contaban 
con Internet (fijo y móvil), adicionalmente, el país cuenta con 22, 19 millones 
de conexiones de más de 10 Mbps, de las cuales 2,82 millones son 
residenciales fijas y 19,37 millones son móviles en tecnología 4G. En relación 
con los accesos residenciales de Internet fijo el 81,5 % (5.200.806) disponen 
de velocidad de bajada mayor o igual a 5Mpbs. El 60,2 % (3.844.776) tienen 
acceso a Internet fijo con velocidad de descarga mayor o igual a 10 Mbps. 
Las anteriores cifras demuestran que, si bien el país ha avanzado de manera 
importante en la provisión de los servicios de telecomunicaciones aún no 
existe servicio universal, por ello, se precisan medidas para que las personas 
en necesidad de comunicarse y acceder a la información no vean restringidas 
sus posibilidades debido a problemas económicos derivados de la 
emergencia. 

 
 
 

  

  

Que según las cifras del Boletín TIC del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, con corte al tercer trimestre de 2019, en 
el país había 12.412.834 abonados al servicio de Internet móvil por 
suscripción y 13.854.011 abonados al servicio de voz móvil por suscripción, 
esto es, usuarios en la modalidad de pospago que, podrían ver afectada su 
capacidad de pago por las restricciones en la disponibilidad de flujo de caja 
y el comportamiento en la tasa de cambio, como se expresa en la parte 
motiva del Decreto 417 de 2020. En consecuencia, para garantizar que la 
población acceda de manera permanente a los servicios de 
telecomunicaciones y postales, para asegurar su oportuna atención así como 
el ejercicio de sus derechos durante la emergencia, se deben adoptar 
medidas para que el servicio no sea suspendido por razones patrimoniales 
como la falta de pago o la mora en el pago del servicio, así como brindar la 
posibilidad de acceso a contenidos educativos que son fundamentales para 
garantizar este derecho, durante la emergencia sanitaria. 

  

Que dadas las circunstancias y medidas de cuidado para preservar la salud 
y la vida, especialmente el distanciamiento social, debido a la ocurrencia de 
la pandemia declarada por la Organización Mundial de la Salud, es necesario 
adoptar acciones que permitan enfocar los esfuerzos en el cumplimiento de 
las obligaciones que garanticen la continuidad en la prestación de los 
servicios de comunicaciones y, especialmente, que permitan de manera 
prioritaria el funcionamiento de los servicios de telecomunicaciones y 
postales para el acceso a los servicios de salud el desarrollo de actividades 
laborales y el ejercicio de derechos fundamentales, que prevalecen frente a 
servicios simplemente recreativos o de ocio. 

(…) 

 

Que las redes y servicios de telecomunicaciones, al igual de los servicios 
postales, se convierten en instrumentos esenciales durante la emergencia 
sanitaria y es imperiosa la necesidad de garantizar su provisión a todos los 
habitantes del territorio nacional hasta que cesen las causas que dieron 
origen a la emergencia sanitaria y se retomen las actividades laborales y 
académicas de manera presencial y se disminuyan las mayores necesidades 
de uso de toda la población por lo que se requiere adicionar un parágrafo al 
artículo 56 de la Ley 1450 de 2011 "Por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo, 2010-2014 (…)".  

 
 
 

  

 
2.1.2. Constitucionalidad Decretos Legislativos 464 y 555 de 2020  
 
Recientemente la Corte Constitucional mediante las Sentencias C-151 de 20202 y 
C-209 de 20203 declaró exequibles los Decretos aludidos, señalando: 
 

“(…) la Corte aplicó los juicios de finalidad, de conexidad material, de 
motivación suficiente, de ausencia de arbitrariedad, de intangibilidad, de no 
contradicción específica, de incompatibilidad, de necesidad, de 
proporcionalidad y de no discriminación, y pudo constatar que todas las 
medidas adoptadas en este decreto superaban los antedichos juicios. Por lo 
tanto, concluyó que el Decreto Legislativo 464 de 2020 supera el examen 
material de constitucionalidad. 
(…) 
 
Dentro de los anteriores análisis, la Corte revisó de manera específica cada 
una de las medidas adoptadas por el referido decreto. En este ejercicio, 
estableció que la declaratoria como servicio público esencial del servicio de 
telecomunicaciones, dentro del cual se incluyen los servicios de radiodifusión 
sonora, los de televisión y los servicios postales (art. 1), era compatible con 
la Constitución. A esta conclusión se llegó al considerar que la propia 
Carta (art. 67 CP) faculta al legislador para definir los servicios públicos 
esenciales; que el legislador ordinario, en diversas oportunidades, ha 
calificado a las telecomunicaciones como un servicio público esencial; y que, 
en la coyuntura generada por el COVID-19 y, en particular, en el contexto de 
las medidas sanitarias de distanciamiento social y de mantenerse informado 
y seguir las recomendaciones de los profesionales sanitarios, se encuentra 
que dichos servicios tienen, la condición de herramientas esenciales, durante 
el período de vigencia del Decreto Legislativo 464 de 2020, que es, según lo 
previsto en su artículo 7, “desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial 
y regirá por el término que se mantenga el Estado de emergencia”.  
 

 
2.1.3. Petición al Gobierno Nacional 
 
En virtud de lo anterior, el 5 de mayo que pasó, junto con mi colega el Representante 
Carlos Julio Bonilla, enviamos una misiva al señor presidente Iván Duque, 
proponiendo que con fundamento en el artículo 365 de la Constitución Política, en 
el cual se establece que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social 

                                                
2 Comunicado No. 22. Corte Constitucional de Colombia. Mayo 27 y 28 de 2020.  
3 Comunicado no. 27. Corte Constitucional de Colombia. Julio 1 y 2 de 2020. 

 
 
 

  

del Estado y que es un deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos 
los habitantes del territorio nacional, se establezca que el servicio de Internet, sea 
un servicio público esencial, más allá de la vigencia del Decreto 555 de 2020, al 
considerar en otras cosas, que la “nueva normalidad” a la que nos llevó esta 
pandemia, demanda que el Estado disponga de todos los instrumentos para 
garantizar el servicio de internet a todos los colombianos, pues está íntimamente 
ligado al ejercicio de múltiples derechos fundamentales, tales como como el acceso 
a la educación, a la vida, la educación, al trabajo, la salud, al libre desarrollo de la 
personalidad, al mínimo vital, a la seguridad personal y el acceso a la información, 
al conocimiento, la ciencia y a la cultura, los cuales deben ser provistos por el 
Estado. 
 
El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones respondió 
aduciendo que las leyes 1341 del 2009 y 1978 del 2019, establecen que el estado 
ya tiene el deber de garantizar la prestación continua, oportuna y de calidad de los 
servicios públicos de comunicaciones, para lo cual velará por el despliegue de la 
infraestructura de redes de telecomunicaciones, lo cual resulta un poco 
contradictorio con las medidas adoptadas vía Decreto Legislativo, pues de no tener 
ningún efecto o no ser necesario establecer este estatus, pues sencillamente podría 
afirmarse que tanto el artículo primero, como la excelente exposición de las 
consideraciones de los Decretos 464 como el 555 son también innecesarias, 
conclusión con la cual se no se está de acuerdo, pues contrario a lo dice el 
ministerio, esta medida resulta de vital importancia de cara al presente y por 
supuesto al futuro que nos espera en lo que a conectividad se refiere, tal y como se 
demostrará seguidamente.  
 
 
2.2. Legislación comparada 

 
Son varios los países que le han dado relevancia jurídica y normativa a la 
conectividad (internet). Algunos lo han elevado a rango constitucional, otros lo han 
contemplado en disposiciones legales y otros han avanzado vía jurisprudencial.  
 
Antes de mencionar los casos concretos, valga la pena poner de presente que 
desde el año 2011, mediante la declaración conjunta sobre la libertad de expresión 
e internet4, las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión, 
la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), la 
Organización de Estados Americanos (OEA) para la Libertad de Expresión y 

                                                
4 Declaración conjunta sobre libertad de expresión e internet. (2011). Tomado de: 
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=849&lID=2 
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Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (CADHP), frente al 
acceso a internet señalaron que:  

“6.      Acceso a Internet  

a.  Los Estados tienen la obligación de promover el acceso 
universal a Internet para garantizar el disfrute efectivo del 
derecho a la libertad de expresión. El acceso a Internet también 
es necesario para asegurar el respeto de otros derechos, como 
el derecho a la educación, la atención de la salud y el trabajo, el 
derecho de reunión y asociación, y el derecho a elecciones 
libres.  

(…) 

e.   Los Estados tienen la obligación positiva de facilitar el acceso 
universal a Internet. Como mínimo, los Estados deberían: 

                        i.      Establecer mecanismos regulatorios —que contemplen 
regímenes de precios, requisitos de servicio universal y 
acuerdos de licencia— para fomentar un acceso más amplio 
a Internet, incluso de los sectores pobres y las zonas rurales 
más alejadas. 

                       ii.      Brindar apoyo directo para facilitar el acceso, incluida la 
creación de centros comunitarios de tecnologías de la 
información y la comunicación (TIC) y otros puntos de acceso 
público. 

                      iii.      Generar conciencia sobre el uso adecuado de Internet y los 
beneficios que puede reportar, especialmente entre sectores 
pobres, niños y ancianos, y en las poblaciones rurales 
aisladas. 

                      iv.      Adoptar medidas especiales que aseguren el acceso 
equitativo a Internet para personas con discapacidad y los 
sectores menos favorecidos.  

f.    A fin de implementar las medidas anteriores, los Estados deberían 
adoptar planes de acción detallados de varios años de duración para 
ampliar el acceso a Internet, que incluyan objetivos claros y 
específicos, así como estándares de transparencia, presentación de 
informes públicos y sistemas de monitoreo”. (Negrilla propio).  

Por otra parte, el Consejo de Derechos Humanos en la resolución del 

 
 
 

  

A/HRC/20/L.13 del 29 de junio del 2012 denominada promoción, protección y 
difusión de los derechos humanos en internet indicó en lo que interesa:  
 

“(…) 2. Reconoce la naturaleza mundial y abierta de Internet como fuerza 
impulsora de la aceleración de los progresos hacia el desarrollo en sus 
distintas formas;  
 
3. Exhorta a los Estados a que promuevan y faciliten el acceso a Internet 
y la cooperación internacional encaminada al desarrollo de los medios 
de comunicación y los servicios de información y comunicación en 
todos los países(…)”.5(Negrilla propio) 

 
En esa misma línea la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la 
Resolución No. A/RES/70/299 aprobó la “Agenda de 2030 para el Desarrollo 
Sostenible”. Consagró como uno de los objetivos principales, el aumentar 
significativamente el acceso a la tecnología de la información y las comunicaciones 
y esforzarse por proporcionar acceso universal y asequible a Internet en los países 
menos adelantados de aquí a 2020 (Metas del Objetivo 9)6.   
 
2.1.1. México 
 
Desde el año 2013, con ocasión de la reforma a la industria de las 
telecomunicaciones, en México se consagró en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (1917) el derecho de acceso a Internet. 
 
Tal derecho se incorporó en el artículo 6º, relativo a la libertad de expresión. Al 
efecto, la reforma supuso incorporar nuevos incisos que reconocen el derecho de 
toda persona “al libre acceso a información plural y oportuna, así ́como a buscar, 
recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de 
expresión”. Acto seguido, la norma dispone una garantía constitucional al respecto7: 
 

“Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada 
o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el 

                                                
5 Asamblea General de la Naciones Unidas. Promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en 
Internet29 de junio de 2012. Tomado de: http://ap.ohchr.org/documents/S/HRC/d_res_dec/A_HRC_20_L13.pdf   
6 La Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible Una oportunidad para América Latina y el Caribe. 
Tomado de: https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/40155/24/S1801141_es.pdf 
7 Congreso Nacional de Chile. 2020. INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y 
TELECOMUNICACIONES, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, para reconocer el 
acceso a Internet como un servicio público de telecomunicaciones. Boletín 11.632-15.  
 

 
 
 

  

derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El 
derecho a la información será garantizado por el Estado (…). 
 

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá 
condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios (…).” 
(Negrilla propia).  
Se argumentó por parte del gobierno mexicano que la importancia de internet es 
que es un habilitador de otros derechos fundamentales como el derecho a la 
información, derecho a la privacidad y derecho de acceso a las Tecnologías de la 
Información y de la Comunicación (TICs), a los servicios de radiodifusión y 
telecomunicaciones8. 
 
2.2.2. Finlandia 
 
En el año 2010, Finlandia fue el primer país del mundo en considerar a Internet 
como un derecho universal de sus ciudadanos, tal como el teléfono fijo y el servicio 
postal.  
 
Este derecho, incluido en la Ley del Mercado de las Comunicaciones 
(Communications Market Act), en la sección 60, ha sido definido como una conexión 
funcional a Internet, la que se estimó por parte de la autoridad como de 1Mb por 
segundo, por medio del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones. Esta 
velocidad se ha ido ampliando y actualmente alcanza los 2 Mb/s.  
 
La Agencia de Transportes y Telecomunicaciones (TRAFICOM, ex Autoridad 
Finlandesa Reguladora de las Comunicaciones, FICORA), es la encargada de 
definir qué empresas son las que pueden prestar este servicio universal y cuál es el 
rango de precios razonable para que la banda ancha pueda ser accesible a toda la 
población. 
 

 
2.2.3. Francia 
 
Francia reconoció el acceso a Internet como un derecho básico mediante sentencia 
del Consejo Constitucional Francés, No. 2009-580 DC de 10 de junio de 2009, al 
desprenderlo de lo dispuesto en el artículo 11 de la Declaración de los Derechos del 

                                                
8 Tomado de: https://www.gob.mx/gobmx/articulos/en-mexico-el-acceso-a-internet-es-un-derecho-
constitucional 

 
 
 

  

Hombre y del Ciudadano de 1789 que tutela la libre comunicación de pensamientos 
y opiniones. 
 
2.2.4. Costa Rica 
 
Este país, por su parte tomando el precedente francés, mediante la sentencia Nº 
12790-2010 y N° 10627, de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Costa 
Rica, se reconoció el acceso a Internet como un derecho fundamental.  
 
De acuerdo a Miranda (2016)9, la citada sala determinó que “el retardo verificado en 
la apertura del mercado de las telecomunicaciones quebrantó no sólo el derecho de 
justicia pronta y cumplida, consagrado en el artículo 41 de la Constitución Política, 
sino que, además, ha incidido en el ejercicio y disfrute de otros derechos 
fundamentales”, como son: la libertad de elección de los consumidores, el derecho 
de acceso a las nuevas tecnologías de la información, el derecho a la igualdad y la 
erradicación de la brecha digital, el derecho de acceder al Internet por la interface 
que elija el consumidor o usuario y la libertad empresarial y de comercio.  
 
El citado autor sostiene que, en base a dicho reconocimiento, la Sala Constitucional 
ha acogido una serie de recursos de amparo relacionados con problemas de 
accesibilidad de Internet de personas que habitan zonas aisladas. 
 
Igualmente, se tiene que señalar mediante la Ley General de Telecomunicaciones 
(No. 8642), se precisan como objetivos de la norma: Garantizar el derecho de los 
habitantes a obtener servicios de telecomunicaciones; Asegurar la aplicación de los 
principios de universalidad10 y solidaridad del servicio de telecomunicaciones y 
fortalecer los mecanismos de universalidad y solidaridad de las telecomunicaciones, 
garantizando el acceso a los habitantes que lo requieran. 
 
2.2.5. Grecia 
 
El numeral 2 del artículo 5A de la Constitución de Grecia (1975) dispone el derecho 
de toda persona de participar en la Sociedad de la Información. Luego establece, 
en la misma norma, la obligación del Estado de facilitar el acceso a la transmisión 
electrónica de información, así como a su producción, intercambio y difusión. 
 

                                                
9 Miranda Bonilla, Haideer. “EL ACCESO A INTERNET COMO DERECHO FUNDAMENTAL”. Revista Jurídica 
IUS Doctrina. N° 15, 2016.  
10 La Ley define universalidad como: Derecho efectivo al acceso de servicios de telecomunicaciones disponibles 
al público en general, de uso colectivo a costo asequible y a una distancia razonable respecto de los domicilios, 
con independencia de la 4 localización geográfica y condición socioeconómica del usuario, de acuerdo con lo 
establecido en el Plan nacional de desarrollo de las telecomunicaciones. 
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Por expresa remisión de la norma constitucional citada, el ejercicio del derecho, así 
como el cumplimiento de la obligación por parte del Estado, debe efectuarse 
respetando otras garantías constitucionales, como son la inviolabilidad del hogar, 
de las comunicaciones y la protección de datos personales. 

 
“Artículo 5 A.  
1. Todos tienen derecho a la información, tal y como se detalle por ley. Las 
restricciones a este derecho pueden solamente imponerse por ley y en la 
medida en que sean absolutamente necesarias y justificadas por razones de 
seguridad nacional, lucha contra el crimen o protección de derechos o 
intereses de terceros. 
 
2. Todos tienen derecho a participar en la Sociedad de la Información. 
El Estado está obligado a facilitar el acceso a la información transmitida 
electrónicamente, así como a su producción, intercambio y difusión, 
siembre salvaguardando las garantías establecidas en los artículos 9, 9A y 
19”. (Negrilla propia). 

 
2.2.6. Suiza 
 
Desde el año 2006, con la reforma a la Ley de Telecomunicaciones de 1997 
(Telecommunications Law, of April 30th, 1997), en el artículo 11, Suiza cuenta con 
un servicio universal en materia de telecomunicaciones, que consiste en garantizar 
que el suministro de servicios básicos de telecomunicaciones esté a disposición de 
toda la población y en todas las regiones del país. Estos servicios deben ser 
accesibles, confiables y de una cierta calidad. 
 
El servicio universal incluye telefonía, fax, transmisión de datos, conexión a los 
servicios de acceso a Internet de banda ancha, el acceso a los servicios de 
emergencia, teléfonos públicos de pago y la prestación de servicios especiales para 
las personas en situación de discapacidad. 
 
A partir del 1 de enero de 2015, la velocidad mínima para la conexión a Internet de 
banda ancha, según lo estipulado en la licencia de servicio universal, es de 
2000/200 kbit/s en comparación con la de 1000/100 kbit/s prescrita anteriormente. 
El precio máximo de ese servicio de banda ancha se ha reducido de 69 a 55 francos 
por mes (IVA no incluido).  
 
A la fecha, el servicio universal de telecomunicaciones continuará siendo 
proporcionado por Swisscom, pues la Comisión Federal de Comunicaciones 

 
 
 

  

(ComCom) ha otorgado la licencia de servicio universal para el período de 2018 a 
2022 a esta empresa. 
 
2.6.7. Chile 
 
Actualmente en Chile se está discutiendo un proyecto de ley para establecer el 
Internet como Servicio Público, modificando la Ley General de Telecomunicaciones. 
Argumenta el Senador Juan Pablo Letelier, presidente Comisión de Transporte y 
Telecomunicaciones, el proyecto busca la universalidad del servicio a internet, 
aumentar cobertura y conectividad. Porque se ha evidenciado que ante una 
reducción de los ingresos, las familias lo primero que piensan para reducir costos 
es abandonar los asociados a la conectividad (Foro: “La conectividad en la post-
pandemia. Hacia una regulación inteligente”).11 
 
2.6.8. Ecuador 
 
Este país tiene contemplado en el artículo 16 de la Constitución Política que Todas 
las personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho al acceso universal a 
las tecnologías de información y comunicación. 
 
Como se evidencia, son varios los países que han venido avanzando 
progresivamente en la necesidad de darle relevancia jurídica y normativa al internet, 
algunos contemplándolo como un derecho de carácter constitucional y otros 
dejándolo a disposiciones de carácter legal, pero todos convergen en principios 
como el de universalidad, esencialidad, cobertura y calidad. Mismos objetivos que 
se pretenden con esta iniciativa.  
 
 
2.3. Colombia  
 
2.3.1. Necesidad de Conectividad con cifras que preocupan  
 
Según un informe publicado en noviembre del 2019 por la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones (UIT), se estima que en el mundo hay 3.600 millones de 
personas aún sin conexión a internet12, los cuales en su mayoría viven en los países 
menos desarrollados, donde en promedio solo dos de cada diez personas están en 
línea. Por esa razón se considera que las tecnologías digitales deben convertirse 
en una de las prioridades para el desarrollo de una sociedad. Para Doreen Bogdan-

                                                
11 Se puede ver en: http://quecircule.com/nota/diputados-analiza-la-conectividad-en-la-post-pandemia/ 
12. Digital gender divide. 2019. Tomado de: https://www.itu.int/en/mediacentre/Pages/2019-PR19.aspxNew ITU 
data reveal growing Internet uptake but a widening divide.  

 
 
 

  

Martin, Directora de la Oficina de Desarrollo de Telecomunicaciones de la UIT, la 
colaboración de múltiples partes interesadas será clave para hacer que la 
conectividad universal y significativa sea una realidad para todos, y que para ellos 
se requerirán esfuerzos específicos para reducir el costo de la banda ancha y 
políticas innovadoras para financiar el despliegue de la red a poblaciones no 
conectadas. 
 
Colombia hace parte de las cifras que menciona el estudio de la UIT y la pandemia 
del Covid-19 dejó en evidencia las brechas digitales que existen en el país, con la 
inmensa mayoría de los ciudadanos confinados muchos no pudieron realizar 
teletrabajo o educarse en línea pues carecen de conectividad. 
 
El panorama es crítico si se tiene en cuenta que según el más reciente boletín del 
Ministerio de Tecnologías de la Información y la Comunicación (Cuarto Trimestre de 
2019)13, señala que tan solo 6.9 millones de hogares cuentan acceso fijo de internet, 
lo que significa que por cada 100 habitantes tan solo 13.81 cuentan con este 
servicio.  
 

 
 
El panorama regional es más desalentador, pues cerca de 24 Departamentos (más 
de la mitad), están por debajo del promedio nacional.  
 
 
                                                
13 Ministerio de Tecnologias de la Informacion y las Comunicaciones- MinTic. Boletin Trimestral de las TIC. 
Cifras cuarto Trimestre 2019. Tomado de: https://colombiatic.mintic.gov.co/679/articles-135691_archivo_pdf.pdf 

 
 
 

  

 
 

 
 
De otra parte, la velocidad de descarga promedio nacional del servicio de acceso 
fijo a Internet fue de 18,9 Mbps en el último trimestre del 2019, lo que es 
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significativamente bajo comparado con el promedio de la velocidad media mundial 
de descarga que es de aproximadamente 63 Mbps para conexiones fijas.  
 
La velocidad de descarga de Internet promedio en el estrato 6 fue de 42,4 Mbps al 
finalizar el cuarto trimestre de 2019, siendo este el segmento que concentró la 
mayor cantidad de accesos con velocidades de descarga superiores a 60 Mbps4. 
Por lo anterior, para el cuarto trimestre de 2019 se presentó una brecha de más de 
30 Mbps con relación al estrato 1 y de 20 Mbps frente al estrato 3. 
 
Por ejemplo, la velocidad de descarga en países como Corea del Sur es de 112 
Mbps, Qatar con 75 Mbps y Noruega con 69 Mbps. Para no ir tan lejos, en América 
Latina Uruguay cuenta una velocidad de 30Mbps, Cuba con 28Mbps y México 26.5 
Mbps14.  
 

 
 

                                                
14 Tomado de: 
 https://www.bbc.com/mundo/noticias-
50604735#:~:text=Millones%20de%20usuarios&text=En%20el%20%C3%BAltimo%20a%C3%B1o%2C%20la,
63%20Mbps%20en%20conexiones%20fijas. 

 
 
 

  

 
 
 
Por su parte, según el informe del MINTIC hasta ese trimestre existían más de 30.9 
millones de accesos a internet móvil, lo que significa en promedio 61 persona de 
cada 100 tenían esta herramienta. En lo que refiere a internet por suscripción se 
tiene que por cada 100 habitantes 25 cuentan con este servicio (total de 12,59 
millones). Se debe decir que no obstante que estas cifras son mejores que las de 
internet fijo, lo cierto es que por una parte no se tiene en cuenta que muchas 
personas pueden contar con 2 o más servicios en estas categorías, por lo que no 
puede pensarse que todas las cifras son tan alentadores, y de otra parte, se debe 
considerar que muchas de las actividades diarias que en estos momentos se están 
desempeñando como el Teletrabajo o el Tele-Estudio no se pueden desarrollar 
óptimamente a través de equipos celulares.  
 
Finalmente, en dicho informe se reporta que los ingresos de los operadores en 
algunos casos superan los 10.000 millones de pesos, tan solo por la prestación de 
servicios de internet móvil. Asi mismo, durante el cuarto trimestre de 2019, el 
proveedor con mayores ingresos en pesos colombianos, sin incluir impuestos, 
producidos por la prestación del servicio de acceso móvil a Internet por suscripción 
fue Claro ($ 767.200 millones), seguido por Movistar ($ 308.900 millones), TIGO ($ 
162.000 millones) y Avantel ($ 65.100 millones). Lo que demuestra que es un sector 
que mueve una gran cantidad de dinero.  
 
Más recientemente el DANE publicó algunas cifras que también dan cuenta de la 
necesidad de avanzar con esta iniciativa:  
 

 En las zonas rurales de Colombia, tan solo el 6,7 % de los hogares con 
personas asistentes al sistema escolar, entre los 5 y 18 años, tienen acceso 
a internet.  

 
 
 

  

 
 
Y el panorama regional sigue la tendencia, pues existe una brecha enorme entre 
algunos de los Departamentos, por ejemplo, mientras que en Bogotá, el 78,0% de 
los hogares con personas entre los 5 y 18 años, que asisten al sistema escolar, 
tienen internet, en el Vaupés tan solo el 2,9% de los hogares con personas en ese 
rango de edad, que asisten al sistema escolar, tienen internet. 
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Frente al total nacional, la cifra no mejora, pues el 43,0 % (menos del 57% del total 
nacional) de los hogares con personas entre los 5 y 18 años, asistentes al sistema 
escolar, tienen internet. 
 
Se informa por parte de esa misma entidad de estadística que a pesar de que la 
penetración de internet en el país supera el 40%, la brecha geográfica sigue siendo 
muy amplia. Afirma el director del DANE, que este 40% a nivel nacional corresponde 
a la alta penetración en departamentos como Bogotá (70%), Antioquia (60%) y Valle 
del Cauca (60%)15. 

 

 
 

En 2018, el 52,7% de los hogares poseía conexión a Internet para el total nacional; 
63,1% para las cabeceras y 16,2% en centros poblados y rural disperso. La 
conexión a Internet fijo registró mayor proporción de hogares para el total nacional 
(40,5%) y cabecera (50,8%), respecto a la conexión a Internet móvil. 

 
Durante el mismo período de análisis, el costo elevado fue la razón principal por la 
que los hogares no tenían conexión a Internet con 50,7% para el total nacional, 
seguido por los hogares que no lo consideran necesario (27,6%), no hay cobertura 

                                                
15Ver: https://www.canalinstitucional.tv/noticias/resultados-censo-poblacional-dane  

 
 
 

  

en la zona (7,7%), no saben usarlo (7,0%) y los hogares que no acceden porque no 
tienen un dispositivo para conectarse (3,8%).16 
 

 
 
 
Antes de la pandemia, el 68,7% de las personas censadas por el DANE 
manifestaron que usaron el internet todos los días de la semana; 27,4% lo hicieron 
al menos una vez a la semana, pero no cada día, y 3,5% lo hicieron al menos una 
vez al mes, pero no cada semana. Para cabecera, del total de personas de 5 y más 
años que usaron Internet, 73,9% lo hicieron todos los días de la semana; 23,3% lo 
usaron al menos una vez a la semana, pero no cada día, y 2,5% lo usaron al menos 
una vez al mes, pero no cada semana. Para centros poblados y rural disperso, del 
total de personas de 5 y más años que usaron Internet, 33,1% lo hicieron todos los 
días de la semana; 55,5% lo usaron al menos una vez a la semana, pero no cada 
día, y 10,1% lo usaron al menos una vez al mes, pero no cada semana. 
 

                                                
16 Boletín Técnico Indicadores básicos de tenencia y uso de tecnologías de la información y comunicación – TIC 
en hogares y personas de 5 y más años de edad. Bogotá. 2018. Tomado de: 
https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/tic/bol_tic_hogares_2018.pdf 

 
 
 

  

 
 
Según cifras del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
hasta el año 2019, había en el país cerca de 23,8 millones de personas que no 
contaban con acceso a internet, siendo la población de las regiones apartadas y 
rurales, así como los estrados 1 y 2 de las zonas urbanas del país los más afectados 
por esta carencia. Por esta razón, la meta del Gobierno, fijada en el Plan Nacional 
de Desarrollo (PND), era que para el año 2022, al menos el 70 % de la población 
(31,8 millones) tuviera acceso a banda ancha de calidad, esto es aumentar al menos 
un 46.5% el número de personas con internet, respecto al año anterior. Frente al 
panorama estudiantil, según cifras del DANE para el año 2018 en Colombia había 
casi 10 millones de estudiantes y 447 mil docentes. Al respecto, un estudio del 
Laboratorio de Economía de la Educación (LEE), de la Universidad Javeriana, 
reveló que el 96 por ciento de los municipios del país no podrían implementar 
lecciones virtuales debido a que menos de la mitad de los diez millones de 
estudiantes de colegios públicos (cerca del 37%) tienen computador e internet en 
su casa17.  Por su parte, según el Ministerio del Trabajo, actualmente están 
Teletrabajando o haciendo Trabajo en Casa más de 6 millones de personas y que 
se espera que muchos de ellos sigan por largo tiempo en esa medida18.  
 
                                                
17 «Los retos que plantea el coronavirus para la educación en Colombia», 2020. Semana. Recuperado 3 de 
mayo de 2020, de https://www.semana.com/nacion/articulo/los-retos-que-plantea-el-coronavirus-para-la-
educacion-en-colombia/659653 
18 Tomado de: https://www.mintrabajo.gov.co/web/guest/prensa/comunicados/2020/mayo/efectivas-han-sido-
las-medidas-implementadas-por-el-gobierno-para-proteger-el-empleo-en-colombia 

 
 
 

  

 
Por último, advertir que esta iniciativa también atiende al llamado que se hiciera por 
parte de la OCDE, desde donde se señaló que “es fundamental incrementar la 
competencia en el sector de las telecomunicaciones. La concentración del mercado 
de las telecomunicaciones sigue siendo alta. Los tres principales operadores 
acaparan cerca del 73% de las conexiones de banda ancha del país. En los 
servicios de datos móviles, la concentración es todavía mayor, pues una sola 
empresa absorbe cerca del 54% de las líneas de datos prepagados. 
 
Esta falta de competencia se traduce en precios más altos. De acuerdo con el 
estudio de la OCDE, un paquete de internet de alto consumo fijo en Colombia cuesta 
2.5 veces lo que se paga en promedio en los demás países. Esto limita los niveles 
de conectividad de los colombianos. De hecho, a pesar de haber registrado un 
importante incremento en las conexiones durante los últimos años, Colombia sigue 
teniendo la penetración de banda ancha más baja de los países de la OCDE, con 
52 subscripciones móviles y 13 fijas por cada 100 habitantes, en comparación con 
un promedio de la OCDE de 110 subscripciones móviles y 31 fijas por cada 100 
habitantes.”  
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Ese organismo recomendó mejorar la infraestructura digital y su utilización, pues 
según un informe realizado se determinó en el mes de diciembre de 2018, los datos 
sobre subscriptores a banda ancha fija y móvil por cada 100 habitantes (13,4 y 52,1 
respectivamente) eran de los más bajos de la OCDE. Agregó que el 13% de las 
conexiones mediante fibra y la velocidad de descarga promedio (3,48 megabits por 
segundo) también son inferiores a los niveles promedio de la OCDE, aunque los 
precios de los servicios de banda ancha fija (pese a estar descendiendo) pueden 
llegar a ser 2.5 veces más elevados que los registrados en los países de la OCDE. 
 
Culminó diciendo que Colombia se está quedando rezagada en cuanto a uso 
generalizado de internet, ya que en 2017 este servicio solo llegaba a un 64% de la 
población, un nivel alcanzado por la mayoría de países de la OCDE a mediados de 
la primera década de 2000 según el informe. El Gobierno debería dar más pasos 
para aumentar la adopción y el uso de tecnologías digitales y reducir así la brecha 
digital entre los ciudadanos. Por ejemplo, podría mejorar la orientación del 
financiamiento estatal para centros públicos de conexión a internet situados en 
comunidades pobres y apartadas, destinar nuevos fondos a la adquisición de 
computadores y tecnologías de la información en escuelas y pequeñas empresas e 
introducir incentivos fiscales que promuevan el uso de la banca electrónica19. 
 
2.3.2. Razones Jurídicas:  

La Constitución Política contiene diferentes disposiciones que resulta necesario 
mencionar, pues son el sustento constitucional de esta iniciativa. En ellos se 
establece que corresponde al estado garantizar y asegurar la prestación de los 
servicios públicos, entre ellos el de internet, pues hoy más que nunca resulta de vital 
importancia para el goce efectivo de otros derechos como lo son el trabajo, la 
educación y la Salud:   

 El artículo 2 define que son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de 
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.  

 El artículo 13 establece el principio de igualdad, para lo cual el Estado 
promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

 El artículo 20 dispone que se debe garantizar a toda persona la libertad de 
expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir 

                                                
19Tomado de: https://www.oecd.org/newsroom/colombia-debe-impulsar-la-transformacion-digital-y-adoptar-
medidas-adicionales-para-garantizar-que-toda-la-poblacion-comparta-los-beneficios.htm 
 

 
 
 

  

información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de 
comunicación.  

 El artículo 25 consagra que el trabajo es un derecho y una obligación social 
y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda 
persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas. 

 El artículo 27 contempla que el Estado garantiza las libertades de 
enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra. 

 El artículo 44 dicta que son derechos fundamentales de los niños: la vida, la 
integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, 
su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el 
cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión 
de su opinión. Para tal efecto la familia, la sociedad y el Estado tienen la 
obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico 
e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 

 El artículo 49 dice que la atención de la salud y el saneamiento ambiental 
son servicios públicos a cargo del Estado y que se garantiza a todas las 
personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación 
de la salud. Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la 
prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental 
conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 

 Por su parte el artículo 365 señala que los servicios públicos son inherentes 
a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. 

 Finalmente, el artículo 366 contempla que el bienestar general y el 
mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales 
del Estado, por lo que será objetivo fundamental de su actividad la solución 
de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento 
ambiental y de agua potable. 

A nivel legal y por vía jurisprudencial, frente a los servicios públicos esenciales 
expresamente se tiene los siguientes:  
 

 Los servicios públicos domiciliarios señalados en la ley 142 de 1994, 
reconocidos como tal por la Corte Constitucional mediante sentencia T – 568 
de 1999.  

 Las actividades que realizan las ramas del poder público y del sector 
educativo, de acuerdo con lo señalado por la Corte Constitucional en 
sentencia T – 1059 de 2001.  

 Los servicios ofrecidos por la Policía Fiscal y de Aduanas, de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 53 de la Ley 633 de 2000. 

 
 
 

  

 Los servicios de los funcionarios del INPEC relacionadas con la custodia y 
vigilancia carcelaria, de conformidad con el artículo 113 del Decreto 407 de 
1994.  

 Los que proveen los bomberos y el personal de prevención y atención en 
desastres, de acuerdo a lo consignado por el artículo 2º de la Ley 322 de 
1996.  

 El servicio de administración de justicia, de acuerdo a lo señalado en el 
artículo 125 de la Ley 270 de 1996. 

 Los servicios que presta la banca central, Ley 31 de 1992.  
 La Seguridad social relacionada con salud y pago de pensiones (Ley 100/93).  
 La Explotación del Petróleo y Educación (desarrollo Jurisprudencial) y 

también a la Reglamentación del transporte público aéreo, marítimo, fluvial, 
férreo, masivo y terrestre y su operación en el territorio nacional, de 
conformidad con la Ley 105 de 1993, y con las normas que la modifiquen o 
sustituyan. (Ley 336 de 1996). 

 
Existen unos servicios públicos esenciales, definidos como tal por la propia 
Constitución, como la educación, el saneamiento ambiental y el suministro de agua 
potable, tal como lo ha entendido la Corte Constitucional en la sentencia T-423 de 
1996. 

 
 

Por su parte, el desarrollo de los servicios públicos como esenciales ya ha sido 
objeto de múltiples pronunciamientos por parte del máximo tribunal constitucional 
colombiano. Es así como desde el año de 1995, a través de la sentencia C- 450 de 
1995, de la Corte definió que:  
 

“(…) El carácter esencial de un servicio público se predica, cuando las 
actividades que lo conforman contribuyen de modo directo y concreto 
a la protección de bienes o a la satisfacción de intereses o a la 
realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y 
efectividad de los derechos y libertades fundamentales (…)”. 
 

Adicionalmente, debe tenerse presente que esta iniciativa atiende a lo que el mismo 
órgano jurisdiccional ha dicho en la sentencia C-075 de 1997, en cuanto a que 
corresponde al Congreso de la República definir los servicios públicos esenciales. 
 
Concretamente, frente al servicio de Internet las Leyes se reconoce que mediante 
las Leyes 1341 de 2009 y 1978 de 2019, se avanzó en reconocer que este es un 
servicio público, sin embargo, a pesar de su importancia estas normas no atienden 
la actual necesidad de reconocer el Internet como uno de carácter esencial para el 

 
 
 

  

óptimo desarrollo social, profesional, académico, laboral, personal etc., por lo que 
resulta necesario otorgarle tal estatus para: 
  

 Permitir el goce efectivo de Derechos tales como: La educación, acceso a la 
información, al conocimiento, la ciencia y a la cultura, la educación, al trabajo, 
la salud, al libre desarrollo de la personalidad, mínimo vital, a la seguridad 
personal y muchos otros más.  

 Garantizar una prestación ininterrumpida del servicio y la operación del 
mismo, así como las acciones necesarias para la adecuación y 
mantenimiento de las redes e infraestructura de telecomunicaciones. 

 Evitar la suspensión del servicio por causa de las dificultades económicas de 
la población más vulnerable. 

 Permitir un mayor amparo a través de las acciones constitucionales 
contempladas en el ordenamiento jurídico, por cuanto, la interrupción de 
dicho servicio público puede ocasionar la vulneración de otros derechos 
fundamentales.  

 Focalizar esfuerzos políticos y económicos para que se garantice el acceso 
de este servicio de manera universal, de calidad y con continuidad, para toda 
la población sobre todo para aquellos que hacen parte la población 
vulnerable de las zonas rurales y urbanas del país. 

 A través de la conectividad garantizar un mínimo de nivel de vida digna a los 
habitantes del territorio nacional.  

 Fijar el principio de la prelación del interés general sobre el particular, 
especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la 
protección de los usuarios (Sentencia Corte Constitucional C-122 de 2012).  

 Garantizar el cumplimiento del deber del Estado en asegurar una prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, en forma directa o a 
través de empresas públicas o privadas.    

 
De acuerdo con todo el panorama previamente expuesto y teniendo en cuenta que 
la actual situación de emergencia sanitaria ha obligado a la población colombiana a 
tomar acciones para evitar la aglomeración y el contacto físico entre personas, las 
Tecnologías de la Información y la Comunicación, concretamente el internet, se ha 
convertido en la herramienta más usada y efectiva a la hora de continuar las 
actividades laborales, académicas, familiares, médicas, etc., a través de las no 
recientes pero si crecientes modalidades de Teletrabajo, Tele-estudio, 
Telemedicina, entre otras medidas, que no serán temporales, sino que 
permanecerán en el tiempo, pues lejos de llegar a un estado de normalidad, 
debemos ser conscientes que los efectos del COVID-19 nos han cambiado para 
siempre. En ese sentido, ahora más que nunca la tecnología debe estar al servicio 
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del bienestar social de todos los connacionales y no puede ser un factor que genere 
más desigualdad.  
 
Sea esta la oportunidad para tomar medidas contundentes que permitan cumplir de 
manera anticipada y con celeridad la meta de conectividad que se había propuesto 
el Gobierno Nacional, pues los ciudadanos más vulnerables no pueden seguir 
viviendo anacrónicamente en una sociedad que demanda el uso constante de las 
tecnologías de la información y la comunicación. Además, con esta medida se 
estaría aportando enormemente a lo que podría ser una alternativa de virtualidad 
en el sector educativo, con el fin de hacerle frente a la muy alta probabilidad de 
cierre o suspensión de los programas académicos de todos los niveles de la 
educación.  
 
En ese sentido, con esta propuesta se estaría dando un gran paso para que más 
ciudadanos accedan a la información y a las experiencias de la internet, sobre todo 
a la población más vulnerable de nuestro país que no tiene acceso a este servicio 
que resulta  indispensables para la satisfacción de intereses y la realización de 
valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio, efectividad y garantía de los 
derechos y libertades fundamentales que mejoren la calidad de vida de todos los 
colombianos. Asi mismo, en los términos del Decreto 555 de 2020, se garantizaría 
la operación, adecuación y mantenimiento de las redes e infraestructura de 
telecomunicaciones de manera ininterrumpida, necesarios para el goce efectivo de 
los derechos constitucionales.  
 
La conexión a internet es fundamental, porque aunque no esté reconocido de 
manera expresa en la carta política, si tiene una íntima e inescindible relación que 
de manera conexa permite no solo el goce efectivo, sino la garantía de derechos 
básicos como el acceso a la educación en situaciones como la que estamos 
viviendo, a la vida, la educación, al trabajo, la salud, al libre desarrollo de la 
personalidad, mínimo vital, a la seguridad personal y el acceso a la información, al 
conocimiento, la ciencia y a la cultura, los cuales deben ser provistos por el Estado.  
 
Colombia tiene una cuenta pendiente de asegurar el acceso de internet a toda la 
población, y resulta evidente que hoy estamos atravesando por transformaciones 
que ya no van a revertirse. En ese sentido resulta necesario que el Estado y la 
ciudadanía cuente con las todas las herramientas necesarias para materializar ese 
propósito. Si algo nos deja la pandemia y que no se puede dejar pasar, es que se 

 
 
 

  

afianzaron los comportamientos centrados en el uso de las nuevas tecnologías de 
la comunicación e información y el internet se ha convertido en un habilitador de 
derechos fundamentales como el de la información, privacidad, acceso a las 
tecnologías de la información y los servicios de telecomunicación, educación, salud, 
trabajo, etc. 
 
3. Posibles conflictos de interés 
 
Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, según el cual “El autor del 
proyecto y el ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un 
acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto 
de interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo al artículo 286. 
Estos serán criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en 
torno a si se encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales 
que el Congresista pueda encontrar”.  
 
A continuación, se pondrán de presente los criterios que la Ley 2003 de 2019 
contempla para hacer el análisis frente a los posibles impedimentos que se puedan 
presentar en razón a un conflicto de interés en el ejercicio de la función 
congresional, entre ellas la legislativa.   

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así: 

(…) 

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o 
crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del 
congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique 
normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o 
administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado. 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las 
circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista 
participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad 
o primero civil. 

 
 
 

  

Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las 
siguientes circunstancias: 

a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o 
de acto legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, 
es decir cuando el interés del congresista coincide o se fusione con los 
intereses de los electores. 

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el 
futuro. 

c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de 
ley o acto legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o 
disminuyan beneficios, en el cual, el congresista tiene un interés particular, 
actual y directo. El voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando 
mantiene la normatividad vigente. 

d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de 
ley o acto legislativo de carácter particular, que regula un sector económico 
en el cual el congresista tiene un interés particular, actual y directo, siempre 
y cuando no genere beneficio particular, directo y actual. 

e) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de 
ley o acto legislativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes 
fueron financiadores de su campaña siempre y cuando no genere beneficio 
particular, directo y actual para el congresista. El congresista deberá hacer 
saber por escrito que el artículo o proyecto beneficia a financiadores de su 
campaña. Dicha manifestación no requerirá discusión ni votación. 

f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos 
mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten 
inhabilidades referidas al parentesco con los candidatos (...)”. (Subrayado y 
negrilla fuera de texto).  

De lo anterior, y de manera meramente orientativa, se considera que para la 
discusión y aprobación de este Proyecto de Ley no existen circunstancias que 
pudieran dar lugar a un eventual conflicto de interés por parte de los Honorables 
Representantes, pues es una iniciativa de carácter general, impersonal y abstracta, 
con lo cual no se materializa una situación concreta que permita enmarcar un 
beneficio particular, directo ni actual. En suma, se considera que este proyecto se 
enmarca en lo dispuesto por el literal a del artículo primero de la Ley 2003 de 2019 

 
 
 

  

sobre las hipótesis de cuando se entiende que no hay conflicto de interés. En todo 
caso, es pertinente aclarar que los conflictos de interés son personales y 
corresponde a cada Congresista evaluarlos. 
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Por las razones planteadas, pongo a consideración este proyecto de ley. 
 
 
Cordialmente, 
 

 
 
RODRIGO ROJAS      CARLOS JULIO BONILLA 
Representante a la Cámara    Representante a la Cámara 
Partido Liberal      Partido Liberal  
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